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Resumen y palabras claves – Summary and Keywords 
 
Resumen en español 
La identificación del contrato de quasi-régie en Francia y del contrato interadministrativo en 
Colombia, trae como consecuencia la exclusión de reglas de publicidad y de concurrencia al momento 
de pasar un contrato estatal. La conclusión de estos contratos está condicionada a la reunión de ciertos 
criterios, los cuales en su mayoría son propios a cada contrato. El análisis de estos requisitos permite 
constatar el fundamento de cada contrato; es decir la razón que justifica la exclusión de reglas de 
publicidad y concurrencia. De igual forma, a partir de estos requisitos van a surgir problemáticas o 
cuestionamientos relacionadas a la exclusión de reglas de publicidad y de concurrencia.  
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Title 
 
THE IN-HOUSE CONTRACT IN FRANCE AND THE INTER-ADMINISTRATIVE 
CONTRACT IN COLOMBIA: AN ANALYSIS OF COMPARATIVE LAW.  
 
Abstract 
 
The identification of an in-house contract in France and an inter-administrative contract in Colombia 
results in the exclusion from the publicity and competitive bidding requirements at the contract award 
stage. The conclusion of these contracts is subject to certain criteria, most of which are specific to 
each contract. An analysis of these conditions also makes it possible to note the logic or proper basis 
that each contract has to justify such an exclusion to the rules of advertising and competition, as well 
as the emergence of the issues governing exclusion. 
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Introducción  
Si bien la licitación pública constituye por regla general la modalidad de selección de 
contratista a emplear para un contrato estatal, se evidencia que la mayoría de los contratos 
no son celebrados de esta manera. Según diversos estudios realizados en las principales 
ciudades del país, la situación es tan alarmante que pareciera que la regla general para 
concluir los contratos estatales es en realidad la contratación directa, no la licitación pública 
(Economía , 2018). A esta conclusión ha llegado un estudio realizado en el 2016; en él se 
evidencia que los contratos celebrados de forma directa constituyen el 40,3 % de los contratos 
celebrados a nivel nacional, mientras que los contratos celebrados bajo licitación pública 
constituyen el 12,7% (Colombia compra eficiente, 2017). 
Frente a este panorama, la contratación directa, y en especial los contratos 
interadministrativos que constituyen una causal de esta, ha sido objeto de polémica y ha 
llamado la atención tanto del poder legislativo como del judicial. En múltiples ocasiones el 
Consejo de Estado de Colombia se ha pronunciado sobre la celebración de contratos 
interadministrativos. Incluso estos contratos han sido calificados como un medio para evadir 
las modalidades de selección que resultarían más aptas para ciertos casos (Concepto 2092, 
2012). 
En Francia, la modalidad de selección aplicable a un contrato público dependerá de 
ciertos factores como el valor estimado del contrato o su objeto; de tal forma que, si el monto 
estimado del contrato sobrepasa los umbrales del diario oficial de la República Francesa, el 
contrato deberá celebrarse bajo una de las modalidades “formalizadas” de l’ordonnance 
relativa a los contratos públicos (Ordonnance n° 2015-899 du 23 juillet 2015 relative aux 
marchés publics, 2015), o de l’ordonnance relativa a los contratos de concesión 
(L’ordonnance n. 2016-65 du 29 janvier 2016 relative aux concessions, 2016). Para que un 
contrato sea concluido de forma directa, es necesario encontrarse dentro de algunas de las 
causales de exclusión de la ley. La exclusión propia a las relaciones internas del sector 
público constituye una de estas causales, y dentro de ella se encuentra el contrato de quasi-
régie de los artículos 16 y 17 de las ordonnances marchés publics y concessions. 
De esta forma, para los dos sistemas la modalidad de selección del contratista resulta 
muy importante; esta garantiza el respeto de ciertos principios y objetivos que rigen la 
contratación estatal. Algunos de estos principios son la transparencia, la publicidad, la 
igualdad, etc., los cuales buscan garantizar un buen desarrollo del proceso contractual1. 
                                                          
1 En Colombia, el artículo 23 de la ley 80 de 1993 establece que “Las actuaciones de quienes intervengan en la 
contratación estatal se desarrollarán con arreglo a los principios de transparencia, economía y responsabilidad 
y de conformidad con los postulados que rigen la función administrativa. Igualmente, se aplicarán en las mismas 
las normas que regulan la conducta de los servidores públicos, las reglas de interpretación de la contratación, 
los principios generales del derecho y los particulares del derecho administrativo”. Por otro lado, en Francia la 
ordonnance marchés publics establece en su artículo 1 que estos contratos deben respetar los principios de 
libertad de acceso a la contratación pública, la igualdad de trato entre los candidatos, y la transparencia en los 
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En Colombia, a partir de la expedición del estatuto general de contratación de la 
administración pública (ley 80 de 1993), puede observarse una tendencia a compensar las 
carencias del estatuto por medio de la expedición de nuevas leyes y decretos. Tal es el caso 
de la ley 1150 de 2007, o de la ley 1474 de 2011, las cuales buscan de forma general el 
respeto de la transparencia y la lucha contra los actos de corrupción. Para el profesor José 
Luis Benavides, la ley 1150 de 2007 había sido anunciada como un remedio para las 
carencias del estatuto de 1993. Sin embargo, esta reforma de 2007 constituye en realidad “la 
confesión implícita del fracaso del régimen contractual de 1993”, puesto que los objetivos y 
desafíos siguen siendo los mismos en 1993 y en el 2007 (Benavides, 2009). 
En cuanto al tema de los contratos públicos dentro de la Unión Europea (organización 
de la cual Francia hace parte), Gherardo Carullo resalta que, desde un principio, la Unión 
Europea ha buscado la armonización de diferentes disciplinas que interesan a los Estados 
miembros; es así como la celebración de contratos públicos a generado un interés particular. 
La Comisión Europea (Comisión Europea, 28 a 29 de junio 1985) expone que:  
 “La razón del interés europeo en el ámbito de los contratos públicos estaba clara 
desde el principio. De hecho, fue la Comisión Europea la primera en reconocer oficialmente 
que la contratación pública cubre una parte sustancial del pib de los Estados miembros 
siendo que todavía se caracterizaba por la tendencia de las autoridades nacionales de firmar 
sus contratos con las empresas nacionales. La Comisión también subrayó que la división de 
los mercados nacionales es una de las barreras más evidentes a la consecución de un 
verdadero mercado interior de la Unión Europea.” (Carullo, 2016) 
Es así como los llamados contratos de la commande publique en Francia, están 
plenamente influenciados por el derecho de la Unión Europea; de tal forma que las 
ordonnances marchés publics y concessions son el resultado de la transposición al derecho 
interno de las directivas europeas2 y de la jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la Unión 
Europea.  
El artículo 1102 del código civil francés, define el contrato como “un acuerdo de 
voluntades entre dos o más personas destinado a crear, modificar, transmitir, o extender 
obligaciones”. Por otro lado, el Código civil colombiano habla de contrato o convención 
como “un acto por el cual una parte se obliga para con otra a dar, hacer o no hacer alguna 
cosa. Cada parte puede ser de una o de muchas personas.” (Código civil, 1873) 
Estos elementos que constituyen el contrato han sido empleados tanto en derecho 
público como en derecho privado. En Francia, por ejemplo, algunos autores sostienen que 
                                                          
procedimientos. Con estos principios se podrá preservar la eficiencia de la contratación pública, y el correcto 
empleo de los fondos públicos. 
2 En materia de contratos públicos se encuentra la directiva 2014/24/UE sur la passation des marchés publics, 
la cual abrogó la directiva 2004/18/UE. En materia de contratos de concesión la directiva 2014/23/UE sur 
l’attribution de contrats de concession. 
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estos elementos son los mismos en las dos ramas del derecho, sin embargo, existen 
particularidades (Richer & Lichère, 2016, pág. 19). Es el caso del contrato administrativo, 
donde existen reglas particulares; en consecuencia, es el juez administrativo quien tiene la 
competencia para conocer de los posibles litigios. Así las cosas, la conclusión de un contrato 
estatal, o de un contrato de la commande publique, implica un acuerdo de voluntades que a 
menudo se conforma por una persona pública y un particular. Sin embargo, en algunos casos 
el contratista de la administración puede ser también una persona pública, situación que 
suscita diferentes cuestionamientos, como el saber si el contrato debe someterse a una 
modalidad de selección del contratista (Waline, 2006). Sobre este punto el derecho francés 
posee una importante línea de evolución. 
En el derecho colombiano, la ley permite de forma expresa la celebración de contratos 
entre entidades territoriales, de conformidad con el artículo 18 (ley 617, 2000). Igualmente, 
el artículo 2.2.1.2.1.4.4 del decreto 1082 de 2015, establece que la modalidad de selección 
para la contratación entre entidades Estatales es la contratación directa. En derecho francés, 
la jurisprudencia del Consejo de Estado confirma la posibilidad para una persona pública de 
ser candidata a la atribución de un contrato de la commande publique (Société Jean-Louis 
Bernard Consultants, 20000) 
La superintendencia de servicios públicos de Colombia define el contrato o la 
convención interadministrativa como: 
“Aquellas manifestaciones de voluntad de dos o más entidades de derecho público, 
que generan efectos jurídicos y que se traducen en la celebración de un contrato o convenio, 
cuyo propósito puede ser el de satisfacer necesidades comunes de las entidades a través de 
su colaboración mutua y en beneficio del interés general, o para cumplir otro tipo de 
finalidades diferentes de las partes”. (concepto 322, 2016) 
Frente a esta definición, es posible resaltar que la conclusión de una convención o 
contrato interadministrativo debe ser entre entidades estatales de la ley 80 de 1993. De igual 
forma, este tipo de contrato constituye una verdadera manifestación de voluntades que crea 
efectos jurídicos. Un contrato o convención de este tipo tiene dos posibles objetivos: ya sea 
satisfacer las necesidades que tienen en común las entidades estatales, y así satisfacer también 
el interés general, o satisfacer las necesidades propias a cada entidad.  
De igual forma, el Consejo de Estado colombiano ha establecido que los contratos 
interadministrativos son caracterizados por la presencia de dos entidades estatales, donde una 
de ellas participa en el contrato como contratante y la otra como contratista. Las obligaciones 
que surgen entre las partes diferencian los contratos de las simples convenciones, ya que estas 
últimas no producen obligaciones entre las partes. Santofimio Gamboa (2004) menciona que 
“(…) la obligación del intérprete está en verificar si de ese convenio o acuerdo surgen 
obligaciones de dar, hacer o no hacer alguna cosa, porque si esto es así realmente nos 
encontramos ante un contrato y por lo tanto dicha relación jurídica debe regirse sin duda 
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alguna por normas contractuales del Estado” (Sentencia controversias contractuales 48892, 
2015) 
Esta precisión que hace el Consejo de Estado resulta muy importante, puesto que a 
menudo el contrato interadministrativo es asimilado a la convención interadministrativa. Esta 
confusión se origina a partir de la ley, la cual en muchos casos no hace una diferenciación 
clara entre contrato y convención interadministrativa. Un ejemplo de esta situación es el 
artículo 2.2.1.2.1.4.4 (Decreto 1082, 2015). Sin embargo, no sólo la ley ha generado esta 
confusión, también la jurisprudencia del Consejo de Estado. Tal es el caso de la decisión 
(Sentencia 17860, 2010) donde se ha resaltado que tanto la convención como el contrato 
poseen características principales que coexisten entre sí (Rico Puerta, 2015, pág. 595). 
Conviene entonces resaltar que el contrato interadministrativo se caracteriza por la creación 
de obligaciones y por la presencia de intereses opuestos entre las partes (SENA, 2015). 
En Francia, el contrato de quasi-régie es presentado como una excepción a la 
aplicación de la ley en materia de marchés publics y concessions. Este contrato hace parte de 
las exclusiones aplicables a las relaciones internas del sector público. Según el artículo 17 de 
l’ordonnance de 23 de julio de 2015, la quasi-régie es un verdadero contrato atribuido por 
un poder adjudicador o entidad adjudicadora, a una persona moral de derecho público o 
privado. Este contrato tiene la particularidad de reunir ciertas condiciones; como lo explica 
el profesor Willy Zimmer, es la relación lo que justifica la exclusión, y no la naturaleza de 
las entidades que concluyen el contrato. Si un contrato reúne las condiciones del artículo 17, 
existirá una relación entre las partes que no es de naturaleza económica (Zimmer, Remarques 
concernant les exclusions applicables aux relations internes au secteur public, 2015). 
Dada esta declaración, en la legislación francesa la calificación del contrato de quasi-
régie se traduce en la exclusión de las reglas de publicidad y competencia. En la legislación 
colombiana, la calificación de un contrato interadministrativo también permite excluir la 
licitación pública, para celebrar los contratos a través del procedimiento de selección directa. 
Sin embargo, en Colombia, la definición de contrato interadministrativo conlleva otras 
consecuencias, como la prohibición de cláusulas excepcionales del artículo 14 (Ley 80, 
1993), o el hecho de que las garantías no son obligatorias según el artículo 7 (Ley 1150, 
2007). Conviene hacer énfasis en la exclusión de las reglas de publicidad y competencia; las 
otras consecuencias asociadas a la calificación de un contrato interadministrativo no serán 
tratadas en el presente trabajo. 
En Colombia, antes de la adopción de la Ley 80 de 1993, el estatuto de los contratos 
públicos fue establecido por el Decreto Legislativo 222 (Decreto 222, 1983), el cual en el 
artículo 16 establecía una diferencia entre los contratos administrativos y privados. Los 
contratos interadministrativos se designaron como "interadministrativos internos" y 
formaron parte de los contratos administrativos. Posteriormente, la Ley 80 de 1993 se refiere 
a la posibilidad de celebrar "contratos interadministrativos" sin licitación pública bajo la 
modalidad de contratación directa. Los contratos interadministrativos son definidos como los 
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contratos entre las entidades del Estado del Artículo 2, y constituyen una causal de 
contratación directa. Sin embargo, la conclusión de estos contratos no estaba condicionada, 
por lo que en la ley 1150 de 2007 tuvo que establecerse las condiciones para su celebración. 
Esta ley fue modificada por la Ley 1474 de 2011 (ley1474, 2011), según lo explica el Consejo 
de Estado en su decisión de 2012 (Concepto 2092, 2012) 
En cuanto a la excepción de quasi-régie, esta ha surgido de la jurisprudencia europea 
en virtud de la fórmula "in house". La noción in house hace referencia a la situación en la 
que "la persona pública ejerce sobre una entidad un control análogo al que realiza sobre 
sus propios servicios, y donde esta entidad realiza la mayor parte de su actividad con la 
autoridad pública o las autoridades que la controlan". En tal caso, se descarta la aplicación 
de las normas sobre contratación pública y concesiones. Esta fórmula jurisprudencial fue 
parcialmente adoptada por la legislación europea y más tarde por la legislación francesa con 
el término de quasi-régie (De Grove-Valdeyron, 2017). 
A pesar de la existencia de criterios que permiten la identificación de un contrato 
interadministrativo o de una relación de quasi-régie, su calificación plantea críticas y 
preguntas, especialmente porque estos contratos implican una exclusión de las reglas de 
publicidad y de competencia tanto en Colombia como en Francia. En Colombia, por ejemplo, 
el legislador ha prohibido la adjudicación de estos contratos por ciertas entidades, en ciertas 
áreas, debido a casos de corrupción. Por otro lado, en Francia, los criterios que constituyen 
la quasi-régie han suscitado preguntas sobre los beneficios que algunas empresas pueden 
tener con la exclusión de las reglas de publicidad y de competencia. 
Por lo tanto, es interesante observar cómo cada sistema mantiene una lógica diferente 
en cuanto a la calificación del contrato interadministrativo o de quasi-régie. En Francia, la 
excepción de quasi-régie se puede describir como "expresión" del principio de libre elección 
de las personas públicas, es decir, estas pueden decidir cómo asumir ciertas funciones (De 
Grove-Valdeyron, 2017). Por otro lado, en Colombia, la ley simplemente establece que los 
contratos entre entidades estatales son interadministrativos y por lo tanto se celebran por 
medio de contratación directa; por otro lado, la lógica o justificación de tal excepción a la 
licitación pública ha sido poco explorada. El legislador, en cambio, se ha centrado en las 
diversas condiciones para concluir el contrato interadministrativo, de modo que el contrato 
se ejecute correctamente y se minimicen los casos de corrupción (Rico Puerta, 2015, pág. 
601). 
Es así como se plantea la cuestión de saber en qué medida un contrato de quasi-régie 
en Francia, y un contrato interadministrativo en Colombia, constituyen una excepción a los 
requisitos de publicidad y competencia. 
A la luz de lo que antecede, se percibe que tanto el contrato de quasi-régie como el 
contrato interadministrativo constituyen relaciones dentro del sector público, y que su 
conclusión trae por consecuencia la exclusión de las reglas de publicidad y competencia. Sin 
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embargo, cada contrato conoce de un fundamento y de cuestionamientos propios que nacen 
a partir de su identificación. 
De esta forma, es esencial estudiar el concepto de contrato de quasi-régie y de 
contrato interadministrativo, así como los criterios para identificar cada uno (I). Por otro lado, 
conviene apreciar el alcance de esta calificación, la cual trae como consecuencia la exclusión 
de reglas de publicidad y competencia, y el planteamiento de interrogantes respecto a su 
puesta en práctica (II). 
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Parte 1: Las nociones de contrato de quasi-régie y de contrato 
interadministrativo  
Capítulo 1: la identificación del contrato de quasi-regie y del contrato interadministrativo  
Sección 1: Los criterios de identificación comunes a los dos contratos.  
§1: El criterio orgánico  
Tanto el contrato de quasi-regie como el contrato interadministrativo se caracterizan 
por la presencia de una persona pública y de un contratista que posee participación pública 
mayoritaria. 
A. La presencia de al menos un poder adjudicador y de una persona moral de derecho público 
o privado, en el contrato de quasi-régie. 
Si bien la excepción in house ha tenido su origen en la jurisprudencia del Tribunal de 
Justicia de la Unión Europea, actualmente tanto el legislador europeo como el legislador 
francés han procedido a su codificación. Así las cosas, en el derecho europeo encontramos 
que las directivas sobre la conclusión de marchés publics (Directive 2014/24/UE, 2014) y 
sobre la atribución de los contratos de concesión (Directive 2014/23/UE, 2014), exponen las 
diversas posibilidades para la celebración del contrato in house.  
Por otro lado, en el derecho francés la norma presenta como partes del contrato a un 
poder adjudicador o a una entidad adjudicadora, y a una persona moral de derecho público o 
privado como contratista. Bajo la reunión de ciertas condiciones, algunos contratos podrán 
celebrarse sin la aplicación de l’ordonnance que impone los principios de publicidad y 
concurrencia.  
Según el artículo 10 de l’ordonnance marchés publics, se define como poder 
adjudicador a las personas morales de derecho público como el Estado, sus establecimientos, 
las entidades territoriales, los establecimientos públicos y sus grupos; igualmente, a las 
personas morales de derecho privado que cumplan con ciertas condiciones, y a los 
organismos de derecho privado. De la misma forma, el artículo 11 establece que las entidades 
adjudicadoras están conformadas por poderes adjudicadores que ejercen determinadas 
actividades dentro del mercado, así como por empresas públicas que se desarrollen también 
en esas áreas; por último, encontramos también a los organismos privados que benefician de 
derechos especiales o exclusivos (Llorens & Muller, 2017).  
El contratista por su parte podrá ser una persona moral de derecho público o privado. 
Sin embargo, este no encarna la noción de empresa del derecho europeo, para la cual se 
precisa que la empresa en el contexto de la competencia comprende a toda entidad que ejerce 
una actividad económica, sin importar el status jurídico de esta o su modo de financiamiento 
(Klaus Höfner y Fritz Elser contra Macrotron GmbH, 1991). Igualmente, actividad 
económica es toda aquella que consista en ofrecer bienes y servicios dentro de un mercado 
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determinado (The Queen contra H. M. Treasury, ex parte British Telecommunications plc, 
1996).  
De esta forma, a la diferencia de otro contrato público, el contratista en un contrato 
de quasi-régie debe tener cierta dependencia del poder adjudicador con quien contrata. Para 
el profesor Laurent Richer la dependencia del contratista es tanto administrativa como 
económica, “Il est nécessaire que le prestataire ne puisse être qualifié de tiers, ce qui résulte 
d’un double test de dépendance à la fois administrative et économique” (Richer & Lichère, 
2016, pág. 388). Ante todo, es necesario conservar esta dependencia. Frente a la dependencia 
han surgido diferentes polémicas, es el caso de los contratistas que poseen capital privado 
dentro de su organización y que pretenden celebrar un contrato público bajo el modelo de 
quasi-régie; es decir, sin publicidad ni concurrencia. En un tal caso, la relación de 
dependencia es cuestionada por los intereses que persiguen los privados. 
A partir de ese panorama, resulta conveniente estudiar las diversas hipótesis del 
contrato de quasi-régie, las cuales surgen a partir de la presencia de uno o varios poderes 
adjudicadores, o de una o varias personas morales controladas, y de la relación que existe 
entre ellos. Retomando lo que ya ha sido resaltado en este trabajo, resulta esencial tener 
presente que no es el criterio orgánico o la naturaleza pública de las partes aquello que da 
sentido al contrato de quasi-régie, sino el hecho de reunir ciertas condiciones propuestas por 
la jurisprudencia y por el legislador.  
1) Los diversos casos de quasi-régie  
La quasi-régie stricto sensu, conocida también como in house descendiente directo, ha sido 
definida por primera vez en la célebre jurisprudencia Teckal (De Grove-Valdeyron, 2017), ella 
constituye el primer caso de in house de las directivas europeas. Según el artículo 17, I de la 
l’ordonnance marchés publics, esta no será vinculante para los contratos “atribuidos por un 
poder adjudicador, o por una entidad adjudicadora, a una persona moral de derecho público 
o privado”, cuando ciertas condiciones que se refieren al control análogo, al 80% de las 
actividades que realiza la persona controlada, a los capitales privados, sean reunidas. Estos 
aspectos que permiten la existencia del contrato de quasi-régie serán desarrollados a lo largo 
del presente trabajo. Por ahora, conviene tener en cuenta que, una vez reunidas estas 
condiciones la quasi-régie stricto sensu será conformada por la atribución de un contrato 
entre un poder adjudicador y un contratista que depende de este.  
Por otro lado, dentro de esta misma relación entre poder adjudicador y contratista que 
depende del primero, se encuentra la quasi-régie ascendiente. La diferencia para con el 
primer caso radica en que será la persona dependiente quien va a atribuir un contrato al poder 
adjudicador que la controla. Esta posibilidad es señalada en el numeral II, del artículo 17 de 
l’ordonnance (Ordonnance n° 2015-899 du 23 juillet 2015 relative aux marchés publics, 
2015). Lo que indica que la excepción I también se aplicará si la persona controlada actúa 
como poder adjudicador / entidad adjudicadora, y otorga un contrato público a la autoridad 
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contratante que lo controla. Es importante enfatizar que lo que importa es que la relación 
entre estas autoridades contratantes cumpla con los requisitos de la quasi-régie, no que el 
poder adjudicador sea una persona que controle o esté controlada (Zimmer, Remarques 
concernant les exclusions applicables aux relations internes au secteur public, 2015). En otras 
palabras, " Lorsqu’il existe une relation in house entre deux entités, les marchés passés entre 
elles seront systématiquement considérés comme ne devant pas être soumis aux règles de 
publicité et de mise en concurrence ”3 (Pouyaud & Amilhat, 2016) 
La tercera forma de quasi-régie se encuentra en el artículo 17, II, 2 (Ordonnance n° 
2015-899 du 23 juillet 2015 relative aux marchés publics, 2015), que también hace referencia 
a una entidad controlada que, como poder adjudicador / entidad adjudicadora, otorga un 
contrato a otra entidad controlada por el mismo poder adjudicador. Tres actores están 
presentes en esta relación: un poder adjudicador y dos personas controladas: una de ellas 
actúa como poder adjudicador y asigna un contrato a la otra. Esta relación es llamada quasi-
régie horizontal, "dite entre sœurs" (Direction des Affaires Juridiques, 2016), y "relación 
lateral" (Zimmer, 2015).  
 
2°) La relation de quasi-régie conjointe.  
En este caso, el poder adjudicador / entidad adjudicadora no ejerce un control en 
virtud del Artículo 17, I, pero debe cumplir tres condiciones para escapar de las reglas de la 
ley en materia de contratos públicos. En virtud del criterio orgánico, varios poderes 
adjudicadores ejercen conjuntamente un control análogo sobre una persona moral. En el 
primer caso, el contrato público será adjudicado por uno de los poderes adjudicadores a la 
persona moral controlada conjuntamente4. En el segundo caso, la persona moral controlada 
que actúa como poder adjudicador / entidad adjudicadora, adjudica el contrato público a uno 
de los poderes adjudicadores que la controlan conjuntamente.   
B. La participación de al menos dos entidades estatales en el contrato interadministrativo.  
Cada entidad estatal tiene un rol diferente. Por un lado, una de ellas actúa como contratista 
al servicio de la persona pública. Por otro lado, la otra entidad es titular de un servicio que 
busca satisfacerse mediante la colaboración con este contratista (Chávez Marin, 2012, pág. 
123). 
 
Jorge Enrique Santos identifica el contrato interadministrativo como aquel 
“celebrado entre dos entidades públicas con capacidad de tener relaciones 
interadministrativas, con la particularidad de que el contrato es negocio jurídico generador 
de obligaciones al cual acuden las partes con diversidad de intereses. En el contrato se 
                                                          
3 A partir de la relación in house entre dos entidades los contratos que estas celebren no estarán sometidos a las 
obligaciones de publicidad y de competencia.  
4 L’ordonnance n. 2015-899 relative aux marchés publics, article 17, III, “quasi-régie conjointe descendante” 
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pueden identificar contratante y contratista, y el segundo, aunque persona pública, tiene 
intereses y está en un mercado de forma similar a como lo hace el particular” (Santos 
Rodríguez, 2009).  
 
Por otro lado, el Consejo de Estado habla del contrato interadministrativo como la 
relación en la que participan al menos dos partes; esta relación creará vínculos legales, estos 
vínculos darán lugar a obligaciones concretas, que reflejan la voluntad de las partes 
(Sentencia 35476, 2009). 
En principio, todas las entidades del Estado pueden celebrar un contrato 
interadministrativo, teniendo en cuenta ciertas excepciones establecidas por la ley. El estado 
general de contratación de la administración pública destaca aquellas entidades que se 
consideran entidades estatales. Es posible encontrar una lista específica: La Nación, las 
regiones, los departamentos, las provincias, el distrito capital y los distritos especiales, las 
áreas metropolitanas, las asociaciones de municipios, los territorios indígenas y los 
municipios; los establecimientos públicos, las empresas industriales y comerciales del 
Estado, las sociedades de economía mixta en las que el Estado tenga participación superior 
al cincuenta por ciento (50%), así como las entidades descentralizadas indirectas y las demás 
personas jurídicas en las que exista dicha participación pública mayoritaria, cualquiera sea la 
denominación que ellas adopten, en todos los órdenes y niveles, tal como lo establece el 
artículo 2 de la ley 80 (Ley 80, 1993). 
Sección 2: Los criterios propios de definición de cada contrato.  
§1: Los criterios propios al contrato de quasi-régie.  
La celebración de un contrato de quasi-régie está condicionada a los criterios de control 
análogo, de participación de capitales privados, y a las actividades que realiza la entidad 
controlada.  
A) El control análogo 
El control análogo es una de las condiciones obligatorias para identificar el contrato 
de quasi-régie. El artículo 17, I, 1 de l’ordonnance marchés publics destaca que el poder 
adjudicador debe ejercer un control análogo; como el que él ejercer sobre sus propios 
servicios, sobre la persona jurídica controlada.  De la misma manera, este artículo indica que 
para que el control análogo exista, es necesario que el poder adjudicador ejerza una influencia 
decisiva sobre la entidad controlada, la influencia se ve reflejada tanto en objetivos 
estratégicos como en las decisiones importantes que toma la persona jurídica. Lauren Richer 
explica que esta condición "mantiene un enfoque subjetivo, que sin duda es inevitable" 
(Richer & Lichère, 2016, pág. 389) 
En una guía de orientación puesta a disposición de los Estados miembros, la Comisión 
de la Unión Europea explica cómo el Tribunal de Justicia evalúa o estudia la influencia 
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decisiva del poder adjudicador en la entidad controlada; es decir, esta influencia debe estar 
reflejada tanto en los objetivos estratégicos como en las decisiones importantes de la entidad 
controlada. De esta forma, deben tenerse en cuenta tres circunstancias: la participación 
privada en el capital de la entidad, la composición de los órganos de decisión, y el alcance de 
los poderes del consejo de dirección (Comission européenne, 2016). 
En lo que respecta a la condición de participación privada, su desarrollo tendrá lugar 
en otra parte de este trabajo. En cuanto a las otras circunstancias, para la Comisión el hecho 
de que la autoridad contratante tenga representantes en los órganos decisorios de la entidad 
puede indicar que existe una influencia decisiva tanto en los objetivos estratégicos como en 
las decisiones importantes de la entidad controlada. También es importante considerar el 
alcance de los poderes del consejo de administración, para determinar si la entidad tiene 
interés alguno en el mercado. 
Por lo tanto, también se tiene en cuenta la forma jurídica de la empresa. Por ejemplo, 
algunas compañías pueden perseguir un propósito que es separado o independiente del de los 
accionistas. Cuando el estatuto de la entidad establece que persigue los intereses de los 
accionistas y no otro interés, se puede hablar de una "indicación" de control análogo, es decir, 
existe un control ejercido por los poderes adjudicadores sobre las decisiones de la persona 
controlada, a través de los órganos estatutarios. 
Para dar un ejemplo, la Comisión hace referencia a la jurisprudencia Parking Brixen 
en el punto 69 (Parking Brixen GmbH contre Gemeinde Brixen et Stadtwerke Brixen AG, 
2005), y Carbotermo en el punto 39 (Carbotermo SpA, 2006). En estos casos, los estatutos 
no reservaban al poder adjudicador ningún poder especial de control o de voto para restringir 
la libertad de acción que había sido reconocida al consejo de administración. Este consejo 
poseía los más amplios poderes dentro de la sociedad, de esta forma, el control no puede ser 
análogo. Igualmente, es posible cuestionar la existencia de un control análogo cuando la 
influencia del poder adjudicador se ejerce a través de una sociedad holding, el hecho de que 
el intermediario participe en el capital de la entidad puede debilitar el control del poder 
adjudicador; sin embargo, esta apreciación debe realizarse caso por caso. 
Por otro lado, la ficha técnica de la Dirección de Asuntos Jurídicos ofrece algunos 
consejos para identificar el control análogo en la jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la 
Unión Europea, a pesar de que no existe un criterio único determinante (Direction des 
Affaires Juridiques, 2016). Por lo tanto, desde antes de la adopción de las directivas europeas, 
el Tribunal sostuvo que para poseer un control análogo es necesario que el poder adjudicador 
ejerza una "influencia determinante, tanto en los objetivos estratégicos como en las 
decisiones importantes" de la entidad. En otras palabras, la presencia de un control estructural 
y funcional es necesaria (Dyens, 2013). De manera similar, se ha comentado que el control 
análogo debe ser efectivo, no solo formal (Coditel Brabant SA contre Commune d’Uccle et 
Région de Bruxelles-Capitale, 2008). En el derecho interno francés, en una decisión que 
hacía referencia al control del Estado sobre el UGAP, el Consejo de Estado sostuvo en la 
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jurisprudencia CAMIF de 2000 que el control de tutela no basta para identificar el control 
análogo.  
1°) La posibilidad del control análogo conjunto.  
En cuanto a la presencia de varios poderes adjudicadores, la jurisprudencia del 
Tribunal de Justicia de la Unión Europea ha experimentado cambios significativos en cuanto 
al criterio de control análogo. En un primer tiempo, era necesario comprobar el control 
análogo para cada uno de los poderes adjudicadores, como en el caso de la jurisprudencia 
Parking Brixen. Sin embargo, en el 2006 el Tribunal de Justicia determinó que existe una 
presunción de control análogo sobre una entidad, si el poder adjudicador posee solo o 
juntamente con otros poderes adjudicadores el capital total de la empresa. En otras palabras, 
el Tribunal parece aceptar la posibilidad de un control análogo conjunto (Carbotermo SpA, 
2006). Esta idea se confirma en 2007 en el caso ASEMFO, el control análogo se puede ejercer 
conjuntamente siempre que todos los poderes adjudicadores estén asociados con la entidad, 
incluso si su participación es baja. (ASEMFO contre Transformación Agraria SA, 2007) 
Para comprender esta idea, la Comisión Europea explica que: " Un contrôle analogue 
conjoint est possible même si le pourcentage de participation est très faible pour autant que 
les droits attachés à cette participation soient suffisants pour permettre aux actionnaires 
d’exercer conjointement un contrôle effectif "5 (communication de la Commission-Guide 
d’orientation à l’intention des Etats membres relatif à la sélection des organismes chargés de 
la mise en œuvre des instruments financiers , 2016) 
Para reforzar esta idea, la sentencia del TJUE de 2012, Econord SpA, subraya que, 
para la existencia de un control análogo, el poder adjudicador debe disponer al menos de una 
parte mínima del capital de la entidad controlada, pero también de una posibilidad de 
participar en el control análogo de la entidad; es decir, debe tener los medios para participar 
en el control. 
En este caso, dos municipios cumplieron con el requisito de participación mínima, 
pero también poseían un acuerdo de accionistas con la empresa controlada, a partir de este 
acuerdo debían ser consultados para la toma de decisiones, designaban a un miembro del 
consejo de administración, y también establecían un marco del auditor externo. De esta 
forma, los municipios participaban en los órganos de dirección. Para el Tribunal de Justicia 
Europeo, en este caso existe un control análogo que es ejercido conjuntamente.  
De forma más recientemente, el Consejo de Estado (Commune de Marsannay-la-
Côte, 2013) ha declarado que un municipio que tiene una participación accionaria baja en 
una empresa, que no tiene un representante en el consejo de administración, que no puede 
                                                          
5 Un control conjunto análogo es posible incluso si el porcentaje de participación es muy bajo, siempre que los 
derechos asociados a esta participación sean suficientes para permitir que los accionistas ejerzan conjuntamente 
un control efectivo. 
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establecer por su propia cuenta el registro un proyecto en la agenda del día, y cuyos cuerpos 
representativos no tienen un poder de decisión, no ejerce un control análogo sobre la entidad 
(Direction des Affaires Juridiques, 2016). 
B) La presencia de capitales privados.  
En un primer tiempo la jurisprudencia europea previó la exclusión de todas las formas 
de capital privado en la entidad controlada en un contrato de quasi-régie. No obstante, las 
directivas europeas y la ley en el derecho francés han determinado la posibilidad de 
participación privada en determinadas condiciones. 
1°) La exclusión de toda forma de capital privado.  
Con respecto a la relación de quasi-régie entre el poder adjudicador y la entidad controlada, 
la jurisprudencia de Stadt Halle en 2005 dispuso que la participación, incluso minoritaria, de 
capital privado en la entidad controlada, excluye la posibilidad de control análogo. Esta idea 
fue confirmada por CONAME v. Commune di Cingia de Botti, donde el Tribunal señaló en 
relación con una empresa: 
" Padania constitue une société qui est ouverte, au moins en partie, au capital privé, ce qui 
empêche de la considérer comme une structure de gestion «interne» d’un service public dans 
le chef des communes qui en font partie " (Coname contre Comune di Cingia de' Botti, 
2005)6. 
Para comprender esta decisión, el profesor Willy Zimmer explica cómo la presencia 
de capital privado se traduce en la búsqueda de intereses contrarios a aquellos que están 
presentes en una relación in house: "Tout placement de capital privé dans une entreprise 
obéit à des considérations propres aux intérêts privés et poursuit des objectifs différents de 
ceux qui caractérisent les rapports entre un pouvoir adjudicateur et ses propres services ” 
(Zimmer, 2014). En otras palabras, el vínculo entre un poder adjudicador y su contratista en 
una relación de quasi-régie, no persigue objetivos que obedecen a intereses privados. 
En cuanto a una asociación de beneficio público sin fines de lucro (association 
d'utilité publique sans but lucratif), el Tribunal de Justicia de la Unión Europea ha 
determinado que si la asociación incluye entre sus miembros a entidades del sector público, 
y también a instituciones privadas de solidaridad social que llevan a cabo actividades sin 
fines lucrativos, entonces la composición de esta asociación sin fines de lucro dificulta la 
identificación del control análogo, ya que los propósitos de estas instituciones privadas son 
de naturaleza diferente a los objetivos de interés público (Centro Hospitalar de Setubal EPE 
et SUCH, 2014).  
                                                          
6 La empresa Padania estaba abierta, al menos en una parte, al capital privado, lo que impide que se le 
considere como una estructura de gestión" interna "de un servicio público para ciertos municipios. 
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Respecto a dicha sentencia, el mismo autor afirma que la decisión encuentra su 
justificación en el ámbito de la jurisprudencia Stadt Halle. En su opinión, el Tribunal no 
limita la aplicación de la sentencia Stadt Halle sólo a los casos en que la otra parte es un 
privado: lo más importante en la jurisprudencia Stadt Halle es, confirmar que la adjudicación 
sin ninguna regla de publicidad y competencia de un contrato a otra entidad legalmente 
distinta del poder adjudicador generará beneficios para la entidad. De este modo, incluso si 
la entidad en este caso no persigue un propósito lucrativo, no se encuentra exenta de estar en 
competencia con otros operadores económicos en el mercado. 
Según el profesor Zimmer, es probable que las siguientes entidades se adhieran a la 
noción de operador económico incluso si son entidades que no persiguen un objetivo 
lucrativo, que no tienen la estructura organizativa de una empresa y que no aseguran una 
presencia regular en el mercado (Zimmer, 2014).Esta jurisprudencia ha sufrido una 
moderación significativa. 
2°) La exclusión de participación directa de capitales privados.  
En lo que respecta al contrato in house, la jurisprudencia europea ha experimentado 
una atenuación considerable a partir de las directivas europeas y la legislación francesa. La 
presencia de capital privado en una entidad que participa en el contrato de quasi-régie ya no 
es necesariamente una situación que excluye la adjudicación. 
En principio, la entidad controlada no debe involucrar la participación directa de 
capital privado, es decir, la participación del capital privado que no sea de forma directa se 
admitirá bajo ciertas condiciones: 
El capital privado no debe otorgar ningún control ni capacidad de bloqueo, estas 
formas de participación privada deben ser exigidas por la legislación nacional, y dichas 
participaciones no deben tener una influencia decisiva en la entidad controlada.7 
Una vez examinada la presencia de la capacidad de control, es la ley nacional la que 
debe requerir la participación privada en la entidad en cuestión. Para el profesor Stéphane 
Braconnier, este nuevo análisis de la legislación europea se justifica por el deseo de 
incorporar en el contrato in house a ciertos organismos públicos, que prevén la participación 
obligatoria del capital privado. Para este autor, esta atenuación podría incluso volverse 
incompatible con los principios fundamentales de los tratados (Braconnier, 2014). El 
considerando 32 de la Directiva 2014/24 / UE se refiere a la necesidad de tener en cuenta las 
condiciones específicas de ciertos organismos, y afirma que en principio la participación 
directa de una persona privada en el capital de la entidad controlada excluye la posibilidad 
de contrato in house. Sin embargo, la consideración de la situación particular de ciertos 
organismos debe formar parte del análisis:  
                                                          
7 Estas condiciones son establecidas por l’ordonnance Marchés publics en su artículo 16, I, 3.  
15 
 
“Toutefois, eu égard aux caractéristiques particulières des organismes publics à 
adhésion obligatoire, tels que les organisations chargées de la gestion ou de l’exécution de 
certains services publics, cette règle ne devrait pas s’appliquer dans les cas où la 
participation d’opérateurs économiques privés spécifiques dans le capital de la personne 
morale contrôlée est rendue obligatoire par une disposition législative nationale en 
conformité avec les traités, à condition que cette participation ne donne pas une capacité de 
contrôle ou de blocage et ne confère pas une influence décisive sur les décisions de la 
personne morale contrôlée” (Directive 2014/24/UE, 2014) 
Por lo tanto, el ejemplo de las organizaciones responsables de la gestión o la ejecución 
de ciertos servicios públicos ilustra el caso en el que la participación privada en el capital de 
la entidad no excluye el contrato in house. 
Para la Dirección de Asuntos Jurídicos, se permite la participación indirecta de capital 
privado en la persona controlada, cuando el poder adjudicador; que está presente en el capital 
de la entidad, comprende también capital privado. No obstante, subraya que, de acuerdo con 
el considerando 32 de la Directiva 2014/24 / UE, la evaluación de la condición del capital 
privado debe realizarse con respecto a la entidad controlada, es decir, no debe tenerse en 
cuenta la composición de la entidad que controla (Direction des Affaires Juridiques, 2016). 
En lo que respecta a la participación de capital privado que se produce en el momento 
de la ejecución del contrato de quasi-régie, la jurisprudencia del Consejo de Estado Sea Srl 
c/ Commune Di Ponte Nossa del 10 de septiembre de 2009, indica que la condición de control 
análogo no se excluye en principio debido a la posibilidad de que capitales privados de 
participar en el capital de la entidad a futuro. Sin embargo, en el caso de una participación 
privada que entre en el capital de la entidad durante la ejecución del contrato, debe 
cuestionarse la existencia de quasi-régie y debe procederse a una reapertura de la 
competencia. 
C) La realización de más del 80% de la actividad de la entidad junto con el poder adjudicador.  
La ley en materia de contratos públicos también indica que, para que exista un 
contrato quasi-régie, "la entidad controlada realiza más del 80% de su actividad en el marco 
de las tareas que le confía el poder adjudicador, o que le confía otra persona jurídica que él 
controla"8. 
Como lo explicó la Dirección de Asuntos Jurídicos, para considerar que el contratista 
está totalmente vinculado al poder adjudicador, las prestaciones de la entidad deben ser para 
el beneficio exclusivo del poder adjudicador. La idea es que las prestaciones de la persona 
jurídica controlada sean comparables a aquellas prestaciones a las cuales tendría acceso el 
                                                          
8 Condición del artículo 16, I, 2 de l’ordonnance Marchés publics.  
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poder adjudicador, si recurriera a sus recursos internos. Como resultado, se tendría una 
entidad que está totalmente dedicada a las necesidades de los poderes adjudicadores que la 
controlan. Por lo tanto, el otro 20% de la actividad se puede ejercer en el mercado.  
Con respecto a este porcentaje de 20%, conviene tener en cuenta los 
pronunciamientos hechos en la jurisprudencia europea. En particular, el Tribunal destacó el 
carácter marginal que deben tener las actividades que se ejercen en el mercado (Carbotermo 
SpA, 2006). Según el Consejo de Estado francés, se pueden admitir diversificaciones 
puramente accesorias (Commune d'Aix-en-Provence, 2007).  
Por lo tanto, una pregunta que surge es si, en el caso del control análogo, la realización 
del 80% de las actividades debe tenerse en cuenta para cada poder adjudicador, o si el 80% 
es calculado teniendo en cuenta a todos los poderes adjudicadores. La jurisprudencia 
Carbotermo otorga una respuesta, indicando que el 80% será calculado a partir de las 
actividades encomendadas por el conjunto de poderes adjudicadores. Esta respuesta fue 
confirmada por el Tribunal en 2008 (Commission des Communautés européennes c/ 
République italienne, 2008). Además, el Tribunal declaró que el número de órdenes emitidas 
por cada poder adjudicador es irrelevante o no es proporcional a la importancia del poder 
adjudicador en la capital u órganos de la entidad (ASEMFO contre Transformación Agraria 
SA, 2007). 
Pero ¿cómo es posible calcular este porcentaje de actividades de la entidad? Es el 
legislador quien responde esta pregunta. La ley establece que, se debe tener en cuenta el 
volumen de negocios total promedio, o cualquier otro parámetro apropiado basado en la 
actividad, como los costos incurridos en tres años contables antes de la adjudicación del 
contrato9. Por ejemplo, en Carbotermo, era necesario tener en cuenta las actividades que la 
entidad lleva a cabo a partir de la atribución del poder adjudicador, independientemente de 
conocer quién remunera estas actividades. 
En el caso de que estos elementos no estén disponibles o ya no sean relevantes, según 
el artículo 16, IV, el porcentaje de actividad debe determinarse con base en una estimación 
probable.    
§2: Los criterios propios del contrato interadministrativo 
El contrato interadministrativo hace énfasis en la relación directa entre las obligaciones 
derivadas del contrato y el objeto de la entidad ejecutora, en la prohibición que tienen ciertas 
entidades de celebrar estos contratos, y en la ejecución del contrato.  
A. La relación directa entre las obligaciones derivadas del contrato y el objeto de la entidad 
ejecutora.  
                                                          
9 Esta precisión la hace el artículo 17, IV de l’ordonnance Marchés publics.  
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1°) La versión inicial de la ley 80 de 1993.  
En su versión inicial, la Ley 80 de 1993 ya preveía la posibilidad de celebrar contratos 
interadministrativos. Esta norma establecía que, para concluir un contrato 
interadministrativo, la licitación pública no era obligatoria, el contrato interadministrativo 
debía ser celebrado de forma directa. De la misma manera, la ley estableció que en los 
contratos interadministrativos estaban prohibidas las cláusulas exorbitantes, así como la 
única garantía. Esta norma relativa a los contratos interadministrativos ha suscitado muchas 
preguntas, especialmente en relación con la corrupción y la evasión de las normas de 
publicidad y competencia; dicho de otra forma, el acceso al contrato interadministrativo no 
estaba condicionado. 
El Consejo de Estado Colombiano ha enfatizado en la preocupación que genera la 
celebración de estos contratos: 
“Así mismo, la Procuraduría General de la Nación y la Contraloría General de la República, 
en cumplimiento de sus funciones, han diagnosticado que a menudo se acude a la 
contratación directa para eludir los procedimientos de selección acordes con la naturaleza 
de los bienes, obras o servicios que se pretenden adquirir o con su cuantía. Se ha encontrado 
también que se entregan importantes recursos del presupuesto estatal a particulares, 
sociedades de economía mixta, instituciones de educación superior y fundaciones, entre 
otros, que no resultan idóneos para ejecutar el objeto pactado, lo que impide que se 
satisfagan las necesidades que suscitaron el correspondiente negocio jurídico, exponiendo 
los intereses colectivos involucrados.” (Concepto 2092, 2012) 
 
Se puede observar que uno de los principales problemas relacionados a la celebración 
de contratos interadministrativos consiste en que las entidades a las que se les adjudicó el 
contrato en forma directa no eran apropiadas para cumplir con el objeto del contrato, es decir, 
no satisfacían las necesidades de la persona pública. Por este motivo, a partir de la ley 1150 
de 2007 la conclusión de los contratos administrativos será condicionada. 
 
2°) Las condiciones para la celebración de contratos interadministrativos.  
La Ley 1150 de 2007 es una respuesta a las inquietudes generadas por la conclusión 
de estos contratos. Para evitar la adjudicación directa de contratos que no satisfacen las 
necesidades de la administración, el artículo 2 establece una primera condición: para concluir 
un contrato interadministrativo, las obligaciones derivadas del mismo deben tener relación 
directa con el objeto de la entidad ejecutora señalado en la ley o en sus reglamentos. En otras 
palabras, la actividad de la entidad estará dirigida a ejecutar los objetivos del estado. Se está 
en presencia de un contrato real en el que una entidad está obligada a prestar un servicio a 
favor de otra entidad, con la idea de satisfacer los intereses del Estado a través de esta 
obligación. 
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Para Augusto Ramón Chávez Marín, “Desde ahora se observa cómo la reforma 
identifica el contrato interadministrativo como un acuerdo de voluntades en el cual una 
entidad presta un servicio, suministra un bien o ejecuta una obra que otra entidad paga y 
recibe, concepción valida igualmente frente a la nueva ley 1474” (Chávez Marin, 2012, pág. 
147)  
De esta forma, la entidad que ejecuta el contrato debe tener un objeto en relación con 
las obligaciones derivadas del contrato. Una entidad con un objeto diferente de las 
obligaciones derivadas del contrato no podrá satisfacer las necesidades de la administración. 
La Ley 1474 de 2011, que aportó modificaciones a la Ley 1150 de 2007, mantuvo 
esta obligación. Para el Consejo de Estado en su decisión del 2012, esta condición de la 
relación directa está vinculada a la obligación general de las entidades estatales en Colombia 
de verificar que la parte contratante, ya sea pública o privada, tenga la capacidad legal para 
celebrar el contrato. Dicho de otra forma, que la ejecución del contrato está relacionada con 
el objeto de la entidad. 
B. Los contratos y las entidades excluidos de la celebración de contratos interadministrativos.  
1°) Las exclusiones de la ley 1150 de 2007.  
Si bien en un principio cualquier entidad del artículo 2 de la ley 80 de 1993 puede 
celebrar contratos bajo el modelo de contrato interadministrativo, la ley 1150 en su artículo 
2 modificó la ley 80 de 1993, y excluye la conclusión de determinados contratos por parte de 
ciertas entidades, bajo el modelo de contrato interadministrativo (Ley 1150, 2007). 
Los contratos de obra, de suministro, la operación fiduciaria, y la fiducia pública, no 
se pueden adjudicar bajo el modelo de contrato interadministrativo cuando las instituciones 
de educación superior se desempeñan como contratistas. Si estas entidades desean realizar 
estos contratos, deben recurrir a la selección mediante licitación pública o mediante el 
procedimiento abreviado. El caso de las universidades públicas es uno de los más 
mencionados: estas entidades fueron fuertemente criticadas porque podían acceder 
directamente a los contratos, ignorando la igualdad y la moralidad administrativa; Sin 
embargo, esta lista de contratos y entidades se ampliará más adelante. 
2°) Las exclusiones de la ley 1474 de 2011  
Hay una nueva lista de contratos: los contratos de obra, suministro, prestación de 
servicios de evaluación de conformidad respecto de las normas o reglamentos técnicos, 
encargos fiduciarios y fiducia pública. Luego hay una nueva lista de entidades: las 
instituciones de educación superior públicas o las Sociedades de Economía Mixta con 
participación mayoritaria del Estado, o las personas jurídicas sin ánimo de lucro conformadas 
por la asociación de entidades públicas, o las federaciones de entidades territoriales sean las 
ejecutoras. Estas entidades no pueden concluir los contratos enumerados bajo la figura del 
contrato interadministrativo. Se establece que para concluir estos contratos se requiere un 
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proceso de licitación pública o un proceso de contratación abreviada. La idea es que estos 
IPES puedan competir en el mercado como un individuo privado. 
Algunos autores evocan también diversas críticas hechas a los contratos 
interadministrativos. Estos contratos han sido denunciados como herramientas para eludir los 
procedimientos de selección y, por lo tanto, ignoran principios como la igualdad y la 
moralidad administrativa (Rico Puerta, 2015, pág. 601). A partir de estas inquietudes, la ley 
1474 de 2011 ha formulado restricciones en el uso del contrato interadministrativo. Entre 
estos esfuerzos está la prohibición de que nuevas entidades concluyan un contrato 
interadministrativo. 
El mismo artículo establece que los contratos de seguro celebrados por cualquier 
entidad estatal estarán exceptuados de la figura del contrato interadministrativo. 
C. La ejecución de los contratos interadministrativos  
1°) Los aportes de la ley 1150 de 2007  
Esta ley de 2007 se centró en la ejecución del contrato interadministrativo. El artículo 
2 establece que, en caso de que el régimen de la parte contratante no sea la Ley 80 de 1993, 
la ejecución debe estar sujeta a ciertos principios. Primero a los principios de la función 
administrativa que se encuentran en el artículo 209 de la Constitución Política: igualdad, 
moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad (Constitución política 
de Colombia, 1991). Igualmente, deben tenerse en cuenta la selección objetiva, el régimen 
de incapacidades e incompatibilidades. 
Sin embargo, en algunos casos, incluso si el régimen de la entidad no es la ley 80 de 
1993, los principios mencionados no se aplican. Esta excepción se hace para las instituciones 
de educación superior: en este caso, si estas instituciones participan como subcontratistas en 
un contrato interadministrativo, la ejecución de este contrato está sujeta a las normas 
específicas que rigen a estas entidades, además de la armonía con la autonomía universitaria 
del artículo 69 de la Constitución Política, que establece que la ley establecerá un régimen 
especial para las universidades públicas.   
El caso de las instituciones de educación superior continuó siendo una controversia: 
aunque para estas entidades está prohibida la celebración de ciertos contratos 
interadministrativos, en la ejecución podrían evadir la aplicación de los principios 
mencionados y, por lo tanto, ejecutar el contrato en virtud del derecho privado. Debido a 
estos problemas, la Ley 1474 hace un cambio importante a las disposiciones que rigen la 
ejecución del contrato. 
2°) Las modificaciones de la ley 1474 de 2011 
Con la ley 1474 de 2011, el artículo 2 de la ley 1150 relativo a la ejecución de los 
contratos interadministrativos fue objeto de importantes modificaciones. Especifica que, en 
20 
 
el caso de que el régimen aplicable a la actividad contractual de la entidad contratante no sea 
la Ley 80 de 1993, la ejecución del contrato estará igualmente sometida a esta ley. En cuanto 
a las excepciones, estas no beneficiarán más a las instituciones de educación superior. De 
ahora en adelante existen dos excepciones que pueden concernir a cualquier entidad. La 
primera es cuando la entidad desarrolla sus actividades en competencia con empresas 
privadas. La segunda, si la ejecución del contrato interadministrativo tiene un vínculo directo 
con el desarrollo de la actividad que lleva a cabo la entidad, en otras palabras, si el objeto del 
contrato tiene una relación inmediata con la actividad de la entidad. 
 
D. La subcontratación en los contratos interadministrativos  
La Ley 1150 de 2007 estipula detalles con respecto a la subcontratación, estos detalles 
no existen en la versión inicial de la Ley 80 de 1993. Según el Artículo 2, ni la parte 
contratante ni el subcontratista pueden concluir contratos con personas que ya hayan 
participado en la elaboración de estudios, dibujos o proyectos, que tengan una relación directa 
con el objeto del contrato principal. Es decir, operadores que ya tenían un conocimiento 
particular del contrato. 
 
Parte 2: El alcance de la calificación de contrato de quasi-régie y de 
contrato interadministrativo: La exclusión de las reglas de publicidad y de 
competencia.  
Capítulo 1: La naturaleza de las reglas de publicidad y de competencia.  
§1: La naturaleza de las reglas de publicidad y de competencia en Francia. 
La celebración de un contrato de la commande publique está sujeta a la implementación de 
una serie de obligaciones que buscan garantizar el respeto de la publicidad y la competencia.  
A. La prevalencia de los principios fundamentales de los contratos públicos.  
En primer lugar, debe tenerse en cuenta que estos principios se aplican incluso en 
ausencia de un texto que indique de forma precisa su carácter vinculante. Si bien el artículo 
1 de l’ordonnance marchés publics establece que los contratos públicos sujetos a esta norma 
respetan los principios de libertad de acceso a la contratación pública, la igualdad de trato de 
los candidatos y la transparencia de los procedimientos; en realidad los contratos que 
aparecen en l’ordonnance no son los únicos sometidos al respeto de estos principios. Esta 
idea se evoca en relación con la jurisprudencia Telaustria (Telaustria, 2000), que ha sido 
empleada por la doctrina para sostener este punto de vista. Como lo explica el profesor 
Laurent Richer (Richer & Lichère, 2016, pág. 441), en esta decisión el Tribunal de Justicia 
hizo hincapié en un contrato que no estaba sometido a l’ordonnance; el Tribunal concluye 
21 
 
que incluso en este caso el contrato no escapa a las normas fundamentales del Tratado de la 
Unión Europea, ni al principio de no discriminación. 
Específicamente, un punto de la sentencia establece:  
" Nonobstant le fait que de tels contrats sont, au stade actuel du droit communautaire, 
exclus du champ d'application de la directive 93/38, les entités adjudicatrices les concluant 
sont, néanmoins, tenues de respecter les règles fondamentales du traité en général et le 
principe de non-discrimination en raison de la nationalité en particulier, ce principe 
impliquant, notamment, une obligation de transparence qui permet au pouvoir adjudicateur 
de s'assurer que ledit principe est respecté "10. 
Para Mathias Amilhat, la adjudicación de un contrato público se rige por una serie de 
principios denominados "Principios fundamentales de la contratación pública" (Amilhat, 
2015). Entre estos principios fundamentales se encuentran no solo los tres principios ya 
mencionados, sino también los otros principios previamente identificados por la Comisión 
Europea. Para la comisión, estos principios son necesarios para garantizar el buen 
funcionamiento del mercado único (Communication interprétative du 28 avril 2000 sur les 
concessions en droit communautaire, 2000). Entre estas normas se encuentran aquellas que 
prohíben la discriminación por motivos de nacionalidad, las que establecen la libre 
circulación de mercancías y la libertad de establecimiento. 
B. El alcance de los principios fundamentales de la contratación pública.  
Para comprender el origen y las implicaciones de los principios fundamentales de la 
contratación pública, conviene estudiar los principios de igualdad y transparencia, los cuales 
desempeñan un papel importante debido a las obligaciones que imponen. Para este análisis, 
tendremos en cuenta la distinción y la implicación que Mathias Amilhat hace de estos dos 
principios en su artículo "Contratación pública - Principios fundamentales". 
El autor explica que, en un primer paso, hay que tener en cuenta las obligaciones 
impuestas por el principio de igualdad de trato, luego conviene estudiar el principio de 
transparencia y los efectos que tiene sobre los procedimientos de selección. 
1°) El principio de igualdad.  
El respeto del principio de igualdad encuentra un importante fundamente tanto en el derecho 
de la Unión Europea, como en el derecho francés.  
                                                          
10 “No obstante el hecho de que dichos contratos; a la luz del derecho comunitario, están excluidos del ámbito 
de aplicación de la Directiva 93/38, las entidades contratantes que los concluyen deben, sin embargo, respetar 
en general las normas fundamentales del Tratado y de forma particular el principio de no discriminación por 
razón de la nacionalidad; este principio implica, entre otras cosas, una obligación de transparencia que permite 
a la autoridad contratante asegurar el respeto de dicho principio”. 
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Por ejemplo, es posible observar que la jurisprudencia europea se ha interesado en los 
diferentes aspectos de la igualdad. Con respecto a la contratación pública, el principio de 
igualdad ha sido explicado como un principio general aplicable a esta11, una afirmación que 
da fe de su posición preponderante. Pero, conviene cuestionarse: ¿de dónde viene la 
importancia de este principio? ¿Cuál es el fundamento que le otorga un lugar especial?, 
ciertamente el carácter preponderante se deriva del hecho de que constituye un principio 
fundamental del derecho comunitario, como lo demuestran varias sentencias sobre el tema 
(Ruckdeschel, 1977) y (Luxembourg c/ Parlement et Conseil, 2000). El Tribunal de Justicia 
ha declarado que el respeto de este principio constituye "l’essence même des traités " 
(Commission c/ Royaume Danemark, 1993). Asimismo, en relación con el principio de no 
discriminación, el Tribunal especificó: 
" Le principe général d'égalité, dont l'interdiction de discrimination en raison de la 
nationalité n'est qu'une expression spécifique, est un des principes fondamentaux du droit 
communautaire. Ce principe veut que les situations comparables ne soient pas traitées de 
manière différente, à moins qu'une différenciation ne soit objectivement justifiée ”12 (Cour 
de Justice des Communautés Européennes, 1980) 
 
Por otro lado, en la legislación francesa el Consejo Constitucional lo ha vinculado al 
principio de igualdad ante la ley (Loi habilitant le Gouvernement à simplifier le droit, 2003), 
y se encuentra ligado al artículo 6 de la Declaración de los Derechos del Hombre y del 
Ciudadano. 
Con respecto a los componentes de la igualdad de trato, para el autor Mathias 
Amilhat, la implementación del principio tiene como consecuencia la imposición de 
obligaciones al contratante, tanto en el momento del análisis de criterios habilitantes como 
en el momento del análisis de las ofertas. En otras palabras, la igualdad de trato será 
constatada en la etapa de igualdad en el acceso a la contratación pública y en la etapa de 
igualdad en la elección de los contratistas. 
 
a. La igualdad de acceso a los contratos públicos  
La igualdad en el acceso a la contratación pública se considera un primer componente 
de la igualdad de trato. Esa obligación implica que cualquier persona interesada en un 
contrato público puede presentar su oferta al poder adjudicador o a la entidad adjudicadora. 
Por ejemplo, en el caso de los contratos que son celebrados bajo procedimiento adaptado, en 
algunos de ellos el poder adjudicador tiene la libre determinación de fijar las medidas de 
                                                          
11 Conclusiones de S. Alber sobre la jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea Commission 
c/ CAS Succhi di Frutta Agriculture No. C-496/99 del 29 de abril de 2004.  
12 La prohibición de discriminación por razón de nacionalidad es solo una expresión específica del principio 
de igualdad. También, este principio implica que las situaciones comparables no se traten de manera 
diferente, a menos que la diferenciación se justifique objetivamente. 
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publicidad del contrato. Sin embargo, incluso en este caso, la persona pública debe tener en 
cuenta los principios generales. El Consejo de Estado declaró en relación con un MAPA, que 
incluso si el contratante poseía la capacidad de elegir libremente los términos de la publicidad 
del contrato; en este caso, el hecho de publicar el contrato en un periódico regional y en el 
sitio web de la colectividad no garantizaba suficiente publicidad. Para el Consejo de Estado,  
"Compte tenu de l'objet du marché, ces mesures ne permettaient pas d'assurer une 
publicité suffisante auprès des programmistes ayant vocation à y répondre de telle sorte que 
soient respectés les principes de libre accès à la commande et d'égalité de traitement des 
candidats" (Région Nord-Pas-de-Calais, 2005) 
Entonces, lo más importante para el juez es que los posibles candidatos tengan la 
oportunidad de acceder al contrato. Este es también el caso de los mercados que tienen un 
interés transfronterizo certero, en cuyo caso la persona pública debe tener en cuenta la 
intensidad de la publicidad. Pero el caso de interés transfronterizo certero no implica 
necesariamente una obligación de publicidad en un periódico de difusión europeo. Este es el 
caso, por ejemplo, de una delegación de servicios de transporte público que puede interesar 
a operadores económicos de otro país. En un tal caso, los medios de difusión que ha empleado 
el contratante para la publicidad se han asegurado de que las empresas que puedan estar 
interesadas en el mercado puedan ser informados, dicha publicidad es admisible (CUB, 
2009).  
 
La protección de la igualdad en el acceso a la contratación pública tendrá entonces 
ciertas consecuencias. Una de ellas es la prohibición de la discriminación en razón de la 
naturaleza legal de los operadores; este es el caso de las personas públicas que son tratadas 
como operadores económicos al participar en la adjudicación de un contrato público, si bien 
ellas tendrán la oportunidad de presentarse como proponentes, estas no deben beneficiarse 
de ninguna ventaja sobre sus competidores en razón a su calidad de personas públicas. 
El Consejo de Estado francés en la decisión Jean-Louis Bernard consultants, declaró 
que, ningún texto o principio prohíbe; en razón a su naturaleza, a una persona pública 
presentarse para la atribución de un contrato público o de una delegación de servicio público. 
Por otro lado, debe tenerse en cuenta que la persona pública no haya beneficiado de ventajas 
a partir de los recursos o medios que se le asignaron como parte de su misión de servicio 
público, para determinar el precio que propuso. Igualmente, si es necesario, la persona 
pública debe justificar estas actuaciones mediante sus documentos contables o cualquier otro 
medio apropiado de información (Société Jean-Louis Bernard Consultants, 20000). 
Otra circunstancia ligada a la igualdad de acceso a la contratación pública es el caso 
de las prohibiciones opcionales para participar en la adjudicación de un contrato, las cuales 
se encuentran en el artículo 45 de l’ordonnance de 23 de julio de 2015, en particular el II de 
este artículo establece que el comprador no puede excluir a un operador económico de 
participar, sin haberle dado la oportunidad de demostrar; previamente dentro de un tiempo 
razonable y por cualquier medio, que estas prohibiciones no le conciernen. 
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b. La igualdad en la selección del contratista  
La igualdad en la selección de los contratistas constituye el segundo componente del 
principio de igualdad de trato y se reflejará en los criterios de selección de ofertas y en el 
análisis que hace la autoridad contratante de las ofertas. 
En lo que respecta a los criterios de selección para las ofertas, la idea es que estos no 
tengan por objeto ni por efecto el favorecer o excluir a los contratistas potenciales debido a 
criterios que causan discriminación. Sin embargo, al mismo tiempo, estos criterios deben 
permitir a la administración seleccionar una oferta. El artículo 52 de l’ordonnance especifica 
que el contrato público será atribuido al contratista o a los contratistas que hayan presentado 
la oferta económicamente más ventajosa en función de uno o más criterios objetivos, 
precisos, y ligados al objeto del contrato o a sus condiciones de ejecución. Por otra parte, 
según el artículo II de ese artículo, los criterios de atribución no tienen por efecto conferir 
una libertad de elección ilimitada al contratante y garantizan la posibilidad de una 
competencia genuina. 
En otras palabras, es necesario diferenciar las ofertas para llegar a una elección, pero 
sin llevar un carácter discriminatorio. Para el profesor Laurent Richer "Les critères ont 
forcément pour objet de discriminer entre des candidats et des offres ; mais discriminant ne 
signifie pas discriminatoire", por lo que se puede considerar que el objetivo de estos criterios 
es "apprécier les mérites, sans discrimination a priori" (Richer & Lichère, 2016, págs. 456-
457).  
El Tribunal de Justicia en su jurisprudencia ha dado algunos consejos en relación con 
estos criterios. Por ejemplo, al formular los criterios, el contratante debe probar que estos han 
sido formulados de manera que todos los proponentes; razonablemente informados y 
normalmente diligentes, puedan interpretarlos de la misma manera (SIAC construction, 
2001). Asimismo, la directiva establece explícitamente el vínculo de los criterios con los 
principios de contratación pública,  
“Le marché́ devrait être attribué selon des critères objectifs qui assurent le respect 
des principes de transparence, de non-discrimination et d’égalité de traitement, dans le but 
de garantir une comparaison objective de la valeur relative des offres afin de déterminer, 
dans des conditions de concurrence effective, quelle est l’offre économiquement la plus 
avantageuse” (Directive 2014/24/UE, 2014)13  
Según el Consejo de Estado, el juez evaluará en un contrato público, si los criterios 
para la selección de ofertas no son de naturaleza a crear una desigualdad entre los 
                                                          
13 Los criterios objetivos de selección buscan garantizar el cumplimiento de los principios de transparencia, no 
discriminación e igualdad de trato. Estos a su vez aseguran la existencia de una comparación objetiva de las 
ofertas, para así identificar la oferta económicamente más ventajosa. 
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proponentes, e incluso podrá examinar los subcriterios de selección de ofertas. Respecto de 
un subcriterio, el Consejo de Estado ha señalado: 
 "La communauté urbaine de Dunkerque et la ville de Dunkerque n'ont pas[…] 
prévu des modalités d'examen des offres garantissant l'égalité de traitement des candidats et 
la transparence de la procédure ; qu'ainsi, et alors même que le sous-critère "services 
annexes" n'occupait pas une place prépondérante, dans le jugement des offres […], elles ont 
manqué aux obligations de publicité et de mise en concurrence qui leur incombaient" 
(Communauté urbaine de Dunkerque, 2008)14 
Una vez elegidos los criterios de selección, conviene determinar la forma en que se 
valorarán las ofertas. De esta forma, el Tribunal de Justicia ha declarado que los criterios se 
aplicarán de manera objetiva y uniforme a todos los proponentes (Commission c/ Chypre, 
2011). Para lograr este objetivo, el comprador utiliza la ponderación o la jerarquización de 
los criterios del artículo 62, IV del decreto en materia de marchés publics, y enseguida debe 
establecer un método de puntuación para las ofertas. 
Conviene precisar que existen otros ejemplos que constatan la igualdad de trato entre 
los proponentes, los cuales no serán tratados en el presente trabajo.  
2°) El principio de transparencia  
El principio de transparencia ha dado lugar a ciertas dificultades respecto a su 
identificación, especialmente porque este principio ha sido vinculado al principio de 
igualdad. Sin embargo, continúa siendo un principio con obligaciones claramente 
identificables (Amilhat, 2015). 
En la decisión Telaustria, el Tribunal de Justicia consideró a la transparencia como 
una obligación derivada del principio de no discriminación. También se define como una 
obligación que incumbe a la autoridad contratante, y que consiste en garantizar un grado 
adecuado de publicidad adecuado en beneficio de todo posible proponente, permitiendo así 
abrir los contratos públicos a la competencia, y garantizar la imparcialidad de los 
procedimientos de adjudicación (Telaustria, 2000) 
En la legislación interna, el Consejo de Estado francés ha reconocido en una de sus 
decisiones (Société MAJ Blanchisseries de Pantin, 2000) a la transparencia como principio 
general de derecho (Comentario Sté MAJ Blanchisseries de Pantin, 2000). Por otro lado, el 
Consejo Constitucional le otorgó protección constitucional que nace en los artículos 6 y 24 
de la Declaración de 1789 (Loi habilitant le Gouvernement à simplifier le droit, 2003).   
                                                          
14 El subcriterio de "services annexes" no ocupaba un lugar preponderante en la evaluación de las ofertas; sin 
embargo, la comunidad urbana y la ciudad de Dunkerque no cumplieron con las obligaciones de publicidad y 
de competencia que les incumbían. 
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En relación con la autonomía del principio de transparencia, parte de la doctrina ha 
hecho referencia a la incertidumbre que ha surgido en torno a este tema. De manera 
específica, el profesor François Llorens ha señalado "On peut, en effet, légitimement se 
demander s'il jouit d'une réalité propre ou s'il ne constitue au contraire qu'un prolongement 
d'autres principes et notamment de celui de non-discrimination ou d'égalité de traitement, 
voire même qu'une simple formule particulière destinée à désigner certaines de leurs 
implications " (Principe de transparence et contrats publics, 2004)15. 
Sin embargo, no debe ignorarse que el principio de transparencia ha encontrado un 
lugar importante tanto en el derecho europeo como en el derecho interno, en particular debido 
al reconocimiento que ha hecho el legislador de este principio. François Llorens explica este 
fenómeno de la siguiente manera: “La transparence a donc changé de statut. Elle est passée 
du rang de simple objectif à celui de principe juridique et de celui de principe de nature 
indéterminée à celui de principe de valeur constitutionnelle, applicable, qui plus est, à 
l'ensemble de la commande publique” (Principe de transparence et contrats publics, 2004) 
Por otro lado, conviene no hacer hincapié en esta controversia que rodea la autonomía 
del principio de transparencia, sino más bien resaltar las obligaciones derivadas de este 
principio en materia de contratación pública. Por ejemplo, incluso antes de la famosa 
jurisprudencia de Telaustria, la Comisión Europea ya había considerado que los contratos no 
sujetos a las directivas de contratación pública también estaban concernidos por los artículos 
28 a 30 y 43 a 55 del Tratado, o por los principios establecidos en la jurisprudencia del 
Tribunal Europeo, en particular por el principio de transparencia (Communication 
interprétative du 28 avril 2000 sur les concessions en droit communautaire, 2000) 
François Llorens considera, a partir de la jurisprudencia del Tribunal de Justicia 
Europeo, que del principio de transparencia se derivan dos consecuencias: la primera se 
refiere a un grado adecuado de publicidad, donde se resalta la cuestión de la forma y el 
contenido de la publicidad; la segunda corresponde al procedimiento de selección del 
contratista. 
a. Un grado de publicidad adecuado 
Respecto a la publicidad previa de los contratos públicos, l’ordonnance marchés 
publics en su artículo 41 establece que para proceder a la publicidad y, por lo tanto, fomentar 
la competencia más amplia, el contratante debe tener en cuenta el objeto del contrato público, 
y el valor estimado de la necesidad (Ordonnance n° 2015-899 du 23 juillet 2015 relative aux 
marchés publics, 2015). En cuanto a los contratos de concesión, l’ordonnance concessions 
en su artículo 35 establece que las autoridades proceden a una publicidad según el objeto del 
contrato y su valor estimado (L’ordonnance n. 2016-65 du 29 janvier 2016 relative aux 
concessions, 2016). Por otro lado, conviene tener en cuenta las conclusiones del Abogado 
                                                          
15 A menudo la transparencia es señalada como una prolongación de otros principios como la no discriminación 
o la igualdad de trato.  
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General Nial Fennelly sobre la sentencia Telaustria (Telaustria, 2000): "Nous acceptons 
également l'argument soulevé par l'agent du gouvernement autrichien en ce sens que la 
publicité ne doit pas nécessairement être assimilée à la publication " (Comentario 
Teleaustria, 2001).   
Para proporcionar una visión general de la publicidad en los contratos públicos, es 
necesario realizar una distinción entre los contratos sujetos a publicidad opcional, aquellos 
sujetos a una publicidad no regulada y aquellos sujetos a una publicidad regulada (Publicité 
et information des candidats, 2011). 
Con respecto a las medidas de publicidad opcionales, el decreto en materia de 
marchés publics hace referencia al aviso de información previa, en el que los poderes 
adjudicadores declaran su intención de concluir un contrato público; Este aviso reduce el 
tiempo requerido para recibir las ofertas. Según el artículo 32, para las entidades 
adjudicadoras se denomina aviso periódico indicativo. Por otro lado, también existe la 
publicidad adicional en otro medio del artículo 33, III, esta es utilizada en los contratos con 
procedimiento formalizado, o en los contratos con procedimiento adaptado de conformidad 
con el artículo 34, II (Décret du 25 mars 2016 relatif aux marchés publics, 2016).  
Respecto a la publicidad no regulada, en principio algunos mercados están exentos 
de obligaciones de publicidad, este es el caso del artículo 30, I, 8 relativo las compras de 
menos de 25.000 euros HT. Por otro lado, para ciertos contratos adjudicados según el 
procedimiento adaptado, los métodos de publicidad se adaptan de acuerdo con las 
características del contrato público, en particular, el artículo 34, I, 4 hace referencia a aquellos 
contratos en los cuales el valor estimado de la necesidad es inferior a 90.000 euros HT (Décret 
du 25 mars 2016 relatif aux marchés publics, 2016). 
En el caso de la publicidad que se encuentra reglamentada, los contratos celebrados 
en virtud de uno de los procedimientos formalizados procederán a la publicación del anuncio 
de licitación en el Boletín Oficial de Anuncios de Contratación Pública (BOAMP) y en el 
Diario Oficial de la Unión Europea (JOUE). Por otro lado, en función del contratante, el 
aviso del contrato se publicará solo en el JOUE, de acuerdo con el artículo 33 del decreto 
marchés publics. En cuanto a los contratos objeto de un procedimiento adaptado, según el 
artículo 34 del decreto, cuando el valor estimado de la necesidad es igual o superior a 90.000 
euros HT, pero por debajo de los umbrales que exigen un procedimiento formalizado, el 
contratante tiene la posibilidad de publicar el aviso en el BOAMP o en el JOUE. 
En cuanto a los contratos de concesión, se tendrá en cuenta si el valor estimado es 
igual o superior al umbral europeo, en un tal caso, debe realizarse la publicación del anuncio 
de concesión en el JOUE, en el BOAMP, o en una revista especializada que corresponda al 
sector económico que interesa al contrato. Si el contrato tiene un valor estimado inferior al 
umbral europeo, el aviso de concesión debe publicarse en el BOAMP o en un periódico de 
publicación legal (JAL); Del mismo modo, a veces es necesaria una publicación en una 
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revista especializada correspondiente al sector económico en cuestión o en el JOUE, con el 
fin de garantizar la información de los operadores económicos que puedan estar interesados 
en el contrato. Para algunas áreas, como el servicio de agua, la publicación será en BOAMP 
o en un JAL; Si la persona pública contratante considera necesario, también puede proceder 
a su publicación en una revista especializada correspondiente al sector económico que 
interesa al contrato, de acuerdo con el artículo 15 (Décret du 1er février 2016 relatif aux 
contrats de concession, 2016). 
b. Los procedimientos de selección  
Para comprender los procedimientos de selección en materia de contratación pública 
en Francia, el profesor Stéphane Braconnier distingue dos categorías: la de procedimientos 
generales y la de procedimientos específicos (Procédures de passation des marchés publics, 
2017).  
En cuanto a los procedimientos generales, es necesario verificar si el valor estimado 
del contrato público está por encima del umbral europeo; en este caso, se debe utilizar un 
procedimiento formalizado, es decir, se debe emplear el appel d'offres, el dialogue compétitif, 
la concurrentielle con negociación, o la négociée avec mise en concurrence préalable. Por 
otro lado, cuando el mercado está por debajo del umbral europeo o cuando se trata de ciertos 
campos específicos, el contratante puede recurrir a un procedimiento adaptado. Finalmente, 
el contratante puede prever la posibilidad de colocar el contrato bajo un procedimiento 
negociado sin publicidad ni competencia; En este caso, el contrato debe cumplir ciertas 
condiciones. 
Según el artículo 42 (Ordonnance n° 2015-899 du 23 juillet 2015 relative aux marchés 
publics, 2015), El appel d'offres es el procedimiento formalizado por el cual "l’acheteur 
choisit l’offre économiquement la plus avantageuse, sans négociation, sur la base de critères 
objectifs préalablement portés à la connaissance des candidats". Como lo explicó el profesor 
Laurent Richer, este procedimiento se caracteriza por la implementación de cinco principios 
fundamentales (Richer & Lichère, 2016, pág. 464) : 
El formalismo, este procedimiento está compuesto por muchas fases que surgen de la 
ley; además, la conclusión del contrato debe ser de forma escrita.  
La publicidad; según el profesor Richer, la publicidad asegura la competencia y la 
transparencia con el fin de respetar las reglas de derecho. 
La igualdad, esta jugará un papel importante en la competencia, particularmente la 
igualdad proporciona un trato igualitario entre los operadores económicos interesados en el 
contrato.  
La colegialidad, la cual en el appel d’offres puede; en una cierta medida, proteger el 
contrato de la subjetividad.  
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La separación entre las fases de selección de candidato, y la fase de selección de las 
ofertas.  
La entidad contratante dispone de dos tipos de appel d'offres: por un lado, el abierto, 
que permite a cualquier operador económico interesado en el contrato, el responder a la 
convocatoria. Por otro lado, el restringido, donde solo ciertos operadores económicos serán 
admitidos para responder a la convocatoria. Esta elección queda a discreción de la persona 
pública contratante. 
Con respecto al procedimiento competitivo con negociación (concurrentielle avec 
négociation), el contratante podrá negociar los términos del contrato público con ciertos 
operadores económicos que pueden participar en el diálogo. Este procedimiento puede ser 
utilizado en los casos establecidos en el artículo 25 del Decreto marchés publics, y estos 
casos son los mismos para recurrir al procedimiento de diálogo competitivo (dialogue 
compétitif). Estas son situaciones en las que es necesaria una negociación, especialmente si 
el poder adjudicador no puede definir bien las especificaciones técnicas del contrato y, por 
lo tanto, puede recurrir a la negociación, pero implementando también la competencia entre 
los proponentes. Para las entidades adjudicadoras, de acuerdo con el artículo 74 del Decreto, 
el procedimiento de selección recibe el nombre de negociación con la implementación de 
competencia preliminar (négociée avec mise en concurrence préalable). 
Según el Artículo 75 del Decreto marchés publics, el diálogo competitivo es el 
procedimiento de selección mediante el cual el contratante admitirá la participación de ciertos 
operadores económicos en el fin de dialogar, el objetivo es definir o desarrollar una solución 
que satisfaga la necesidad de la persona pública. Para recurrir a este procedimiento se debe 
estar en las mismas situaciones del procedimiento concurrentielle avec négociation; pero, la 
particularidad del diálogo competitivo reside en el hecho de que la negociación se concluye 
para crear una respuesta. 
En cuanto al procedimiento adaptado, los artículos 27 y 28 del decreto marchés 
publics establecen, la administración puede atribuir el contrato según este procedimiento de 
selección si el monto estimado del contrato está por debajo del umbral europeo, o si el 
contrato es objeto de ciertas prestaciones, como es el caso de servicios sociales u otros 
servicios específicos. El rasgo más característico de este procedimiento es la amplia margen 
de acción que tiene el poder adjudicador: este último es libre de determinarla la modalidad 
de selección del contrato en función a la naturaleza y características de la necesidad a suplir, 
también se tiene en cuenta el número de operadores económicos que puedan estar 
interesados, y la ubicación de estos operadores. Del mismo modo, otra peculiaridad es la 
posibilidad de negociar. 
Finalmente, ciertos contratos pueden concluirse sin publicidad previa o competencia, 
estos casos específicos se encuentran establecidos en el artículo 30 del Decreto de 
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Contratación Pública. Particularmente pueden citarse los contratos cuyo valor estimado es 
inferior a 25.000 euros HT, o el caso de los mercados con fines de investigación. 
Con respecto a los procedimientos específicos, estos son empleados en los contratos 
que tratan de ciertas áreas particulares. En esta categoría es posible encontrar: el concurso, 
que permite a la administración elegir un plan o proyecto, particularmente en las áreas de 
planificación urbana, arquitectura u otras; el procedimiento específico para los contratos de 
diseño y construcción; el procedimiento específico para las asociaciones de innovación y el 
procedimiento específico de los contratos de asociaciones. 
2§: La naturaleza de las reglas de publicidad y de competencia en Colombia.  
La celebración de contratos estatales en Colombia se rige por ciertos principios consagrados 
en la ley 80 de 1993, y por la licitación pública como regla general.  
A. Los principios que rigen los contratos estatales.   
El artículo 23 de la Ley 80 establece en dos tiempos los principios que rigen los 
contratos estatales. Primeramente, toda actuación operada bajo este estatuto debe 
desarrollarse de conformidad con los principios de transparencia, economía y 
responsabilidad. Estos principios están desarrollados por la ley 80. En un segundo tiempo, 
las actuaciones también deben desarrollarse en concordancia con los postulados que rigen la 
función administrativa, es decir, la igualdad, la moralidad, la eficiencia, la economía, 
diligencia, imparcialidad y publicidad, así como descentralización, delegación y 
desconcentración de funciones. También deberán aplicarse las normas que regulan la 
conducta de los servidores públicos, las reglas de interpretación de la contratación, los 
principios generales del derecho y los particulares del derecho administrativo. 
1°) Los principios consagrados en la ley 80 de 1993.  
El principio de transparencia se desarrolla en el artículo 24 del estatuto de 
contratación administrativa. El Consejo de Estado presenta el principio de transparencia 
como aquel que guía la actividad contractual del Estado. Implica tres objetivos para celebrar 
el contrato: la objetividad, la igualdad y la imparcialidad. Por ejemplo, garantiza que los actos 
contractuales se publiquen y estén disponibles para cualquier persona interesada (Sentencia 
14390, 2010). 
Para comprender mejor el principio de transparencia, desde la ley 80 de 1993 algunos 
autores evocan que este principio se basa en cuatro aspectos fundamentales: escogencia del 
contratista en forma pública, de la publicidad de actuaciones negociales, de la objetividad, la 
licitud y la proporcionalidad de los pliegos de condiciones, y de la motivación de los actos 
administrativos relacionados o desarrollados en el contexto de la actividad contractual (Rico 
Puerta, 2015, págs. 303-309).  
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En cuanto a los procesos de selección, para el autor, la adjudicación del contrato bajo 
un procedimiento garantiza el principio de transparencia, es decir, la transparencia se ve 
reforzada por uno de los cinco procedimientos de selección disponibles para celebrar 
contratos. 
Respecto a la publicidad de las actuaciones, el artículo 24 se centra en tres aspectos 
(Ley 80, 1993): primero, la posibilidad de que las partes interesadas puedan conocer y 
cuestionar la conclusión de los contratos. Luego, el carácter público de los actos cumplidos 
por la administración, con el artículo 273 de la constitución que permite a los proponentes 
solicitar que el acto de adjudicación de una licitación tenga lugar en audiencia pública 
(Constitución política de Colombia, 1991).  Finalmente, las personas interesadas en la acción 
pueden solicitar una copia del proceso de contratación e incluso de las ofertas que se hayan 
recibido, teniendo en cuenta las distintas reservas que establece la ley. 
La objetividad, la legalidad y la proporcionalidad de los pliegos de condiciones tienen 
un vínculo importante con el 5 del artículo 24; Este artículo presenta las reglas de los pliegos 
de condiciones que se establecen bajo el principio de transparencia: por ejemplo, el artículo 
subraya lo que debe establecerse en los pliegos. Este es el caso de las condiciones objetivas 
para presentar la oferta, o la fijación del monto y la calidad de los bienes, servicios y obras 
necesarios para la ejecución del contrato. 
En relación con la motivación de los actos, la ley 80 en su artículo 27, 7 establece que 
cualquier acto relacionado con la actividad contractual o que se haya gestado dentro de un 
contrato estatal, debe motivarse de manera precisa. Este también es el caso para el acto de 
adjudicación del contrato. 
El principio de economía se desarrolla en el artículo 25 de la Ley 80; Este artículo 
indica doce puntos que constituyen la implementación del principio de economía. Conviene 
enfatizar que el enfoque de este principio es la eficiencia, con el fin de que exista una 
verdadera economía de tiempo y de procedimiento. Algunos puntos deben ser mencionados: 
Primero, bajo el principio de economía, cualquier procedimiento o etapa del contrato 
estatal debe ser estrictamente necesario con el fin de seleccionar oferta más favorable. En 
este aspecto, la economía busca que las etapas innecesarias o que no están establecidas en la 
ley, no sean realizadas. En la misma lógica, el segundo punto establece que la interpretación 
de las normas no debe conducir al cumplimiento de formalidades que no son necesarias. El 
artículo también enfatiza en el interés público, que es la razón de ser de los procedimientos 
del contrato, y debe apuntar a satisfacer los intereses del estado.  
Con respecto a la diligencia o a la celeridad, el artículo también contempla que los 
procedimientos se lleven a cabo teniendo en cuenta este aspecto, y declara expresamente que 
la adjudicación del contrato no debe verse afectada bajo ningún pretexto. Para que exista 
diligencia, el artículo establece que los métodos alternativos de resolución de conflictos 
siempre deben ser una posibilidad en caso de diferencias entre las partes del contrato, y antes 
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de dar inicio a un litigo, es necesario pasar por un método alternativo de resolución de 
conflictos.   
Finalmente, debe mencionarse que ningún contrato debe concluirse sin los medios 
económicos necesarios, la conclusión del contrato implica contar con un imperativo de 
viabilidad. 
En cuanto al Consejo de Estado, este hace síntesis del principio de economía de la 
siguiente manera:  
“como finalidad asegurar que todas las actuaciones adelantadas por la 
Administración durante la actividad contractual, se cumplan con eficiencia y eficacia 
agotando los trámites estrictamente necesarios, teniendo en cuenta que todo proyecto debe 
estar precedido de los estudios técnicos, financieros y jurídicos requeridos para la viabilidad 
económica y técnica de la obra, que optimicen los recursos y eviten situaciones dilatorias 
que ocasionen perjuicios para cada una de las partes contratantes” (Sentencia 0506-08, 
2009) 
Según lo declarado por el Consejo de Estado, la conclusión de un contrato estatal se 
compone de distintas etapas, cada una con un esfuerzo diferente. La idea es que estos 
esfuerzos sean afectados por problemas relacionados con la diligencia y la celeridad de los 
procedimientos. 
El principio de responsabilidad desarrolla de manera general las obligaciones a que 
están sometidos los funcionarios públicos en el contexto de los contratos estatales. El artículo 
26 de la Ley 80 establece 8 puntos con las obligaciones de los funcionarios. Por ejemplo, la 
primera parte identifica tres tipos de obligaciones: la obligación de buscan el cumplimiento 
de los fines de la contratación, vigilar la correcta ejecución del objeto del contrato y la 
obligación de proteger los derechos de la entidad, del contratista y de los terceros. Para el 
Consejo de Estado, este tipo de obligaciones no están presentes solo en la conclusión del 
contrato, sino también en la etapa de preparación del contrato. El Consejo de Estado en su 
jurisprudencia también establece una relación entre el principio de responsabilidad y el deber 
de selección objetiva: 
“En íntima relación con el principio de responsabilidad se encuentra el principio de 
selección objetiva en virtud del cual “la oferta que sea seleccionada deberá ser aquella que 
haya obtenido la más alta calificación como resultado de ponderar los factores o criterios 
de selección establecidos en los documentos de la licitación, concurso o contratación 
directa" (Sentencia 17767, 2011) 
 
a. La selección objetiva del contratista.  
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Esta obligación se consagró inicialmente en el artículo 29 de la Ley 80 y en un decreto 
de 2002 (Decreto 2170, 2002) ; sin embargo, este artículo ha sufrido modificaciones y hoy 
es el decreto 1082 (Decreto 1082, 2015) el que desarrolla la obligación de selección objetiva. 
En virtud del artículo 29 de la Ley 80, la selección objetiva buscaba la oferta más 
favorable para la entidad y la que mejor satisface sus necesidades. Por lo tanto, los criterios 
establecidos por la persona pública antes de celebrar el contrato siempre deben estar 
encaminados a este objetivo. Por consiguiente, existen ciertas reglas, como no fijar el precio 
como único criterio de selección; antes de la ley 80, el decreto 222 de 1983 permitía esta 
elección. 
En relación con los criterios de selección objetiva, la Corte Constitucional ha 
declarado que “Los criterios de selección objetiva del contratista y de favorabilidad de las 
ofertas buscan garantizar la transparencia e imparcialidad de la función pública y la 
eficacia y eficiencia de los recursos públicos para el cumplimiento de los fines del Estado” 
(Sentencia C-932/07, 2007). 
Actualmente, el Decreto 1082 de 2015 presenta a la selección de objetiva como parte 
de la etapa precontractual; En la etapa precontractual se agrupa: primero la fase de estudios 
preliminares y la planificación, y luego la selección objetiva. Este último está conformado 
por varias etapas, entre las que se encuentran el acto de apertura del proceso y la publicación 
de los pliegos de condiciones, y el llamado a las veedurías de vigilancia ciudadana. 
El acto de apertura del proceso, según el decreto 1082, es obligatorio para las 
modalidades de licitación pública, selección abreviada y para el concurso. En este acto se 
encuentra la materialización de la voluntad de la administración para concluir el contrato, 
tiene la característica de un acto administrativo general y por lo tanto estará motivado. Por 
otro lado, en cuanto a la contratación directa, el Decreto 1082 no contempla este acto como 
obligatorio en su artículo 2.2.1.1.2.1.5. 
Cabe señalar que el artículo que rige el acto de apertura del proceso requiere un detalle 
importante de la composición del acto, es así como establece siete aspectos de la forma que 
la administración debe indicar de forma obligatoria: el objeto del contrato, la modalidad de 
selección, el cronograma, los medios para consultar los pliegos de condiciones y otros 
documentos contractuales, el llamado a las veedurías ciudadanas, el certificado de recursos 
presupuestarios disponibles y otros aspectos relevantes según el método de selección del 
contrato.   
Enseguida, el decreto 1082 en su artículo 2.2.1.1.2.2.1 prevé la posibilidad de 
modificar los pliegos de condiciones por medio de una adenda, sin embargo; en este caso, 
deben tenerse en cuenta los plazos para presentar las ofertas, con el fin de respetar la igualdad. 
 
2°) Los principios de la función pública.  
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Estos principios se encuentran en el artículo 209 de la Constitución Política, se habla 
de la igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad. Según 
este artículo, la función administrativa está al servicio de los intereses generales, y se 
desarrolla con fundamento en estos principios. Como resultado, conviene estudiar algunos 
de estos principios: 
En lo que respecta a la igualdad, la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha fijado 
el alcance de este principio, el cual está consagrado ante todo en el artículo 13 de la 
Constitución, que señala: "Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la 
misma protección y trato de las autoridades... " (Constitución política de Colombia, 1991) 
A partir de este artículo, la Corte Constitucional ha establecido tres obligaciones 
claras que se derivan del principio de igualdad: primero, tenemos igualdad ante la ley, con el 
deber de aplicar por igual la protección general que brinda la ley. Luego, la igualdad de trato, 
para lo cual toda diferenciación que se haga debe atender a fines razonables y 
constitucionales. Finalmente, es la prohibición de la discriminación de las personas cuando 
el criterio diferenciador para adjudicar la protección sea sexo, raza, origen nacional o 
familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica (Sentencia C-185/11, 2011).  
En relación con el principio de publicidad, la Corte Constitucional habla de dos 
dimensiones que caracterizan este principio: Primero, este principio se considera como el 
derecho que tienen las personas directamente involucradas, al conocimiento de las 
actuaciones judiciales y administrativas, la cual se concreta a través de los mecanismos de 
comunicación. Enseguida, este principio implica el reconocimiento del derecho que tiene la 
comunidad de conocer las actuaciones de las autoridades y, a través de ese conocimiento, a 
exigir que ellas se surtan conforme a la ley (Sentencia C-341/14, 2014). 
B. Las modalidades de selección.  
1°) La licitación pública como regla general.  
En Colombia, la ley presenta cuatro modalidades de selección del contratista: la 
licitación pública, el concurso, la selección abreviada, modalidad de contratación directa 
(Ley 1150, 2007).  
Respecto a la licitación pública, esta constituye un llamado público a la competencia 
para la selección del contratista. La idea es que las ofertas pueden presentarse bajo el 
principio de igualdad de oportunidades, y que el contratante puede seleccionar la oferta más 
favorable. Según el autor Luis Alfonso Rico Puerta, la definición anterior muestra cinco 
elementos para caracterizar la licitación pública (Rico Puerta, 2015, págs. 395-396): 
Es un procedimiento, es decir, un conjunto de acciones con condiciones específicas 
de tiempo, modo y lugar. 
Es una convocatoria pública, está ligada a la publicidad y la transparencia. 
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Se caracteriza por la igualdad a la hora de presentar ofertas a la administración 
pública, por lo tanto, se prohíben los criterios discriminatorios injustificados o que no tienen 
una base legal o constitucional. 
Se caracteriza por la favorabilidad, es necesario seleccionar al proponente que mejor 
pueda satisfacer los fines del estado. 
También está vinculada a la competencia.   
Con respecto al principio de transparencia, el Consejo de Estado ha especificado la 
importancia de llevar a cabo los procedimientos y requisitos para seleccionar la oferta que 
mejor se adapte a las necesidades de la persona pública. En términos generales, la conclusión 
de un contrato público debe ir precedida por la licitación pública, y excepcionalmente por un 
procedimiento de selección directa (Sentencia 17767, 2011). 
La licitación pública constituye entonces la regla general, y su omisión puede incluso 
afectar el contrato. Según el Consejo de Estado,  
“La licitación pública parte de la función administrativa que desarrollan las 
entidades del Estado y, como tal, constituye un procedimiento administrativo orientado por 
los mismos principios que regulan dicha actividad; así mismo, dicha norma legal, 
por contener y reglar un procedimiento, participa del carácter de orden público y de 
obligatorio cumplimiento, razón por la cual, la Administración está en el deber legal de 
acatar estrictamente sus mandatos, so pena de afectar la validez de la actuación y, por tanto, 
del acto de adjudicación e incluso del propio contrato” (Sentencia 14390, 2010). 
2°) La contratación directa como excepción a la licitación pública  
Aunque la contratación directa constituye una excepción a la licitación pública, esto 
no significa que constituya una excepción a los principios del estatuto general de contratación 
de la administración pública; este tipo de contratación sigue siendo una modalidad de 
selección sujeta a ciertos principios. Como resultado, en diversas ocasiones el Consejo de 
Estado colombiano se ha pronunciado sobre la obligación de respetar ciertas exigencias y 
procedimientos específicos (Sentencia 17767, 2011). 
Para el Consejo de Estado, las modalidades de selección del contratista están sujetas 
de forma general a los principios que rigen la actividad contractual del Estado:  
"Queda entonces claramente establecido que tanto la licitación y concurso públicos, 
como la contratación directa, constituyen procedimientos administrativos o formas de 
selección del contratista particular, previstos por la ley de contratación, los cuales, en todos 
los casos, deben estar regidos por los principios que orientan la actividad contractual y que 
son de obligatorio cumplimiento tanto para las entidades públicas como para los oferentes 
o contratistas según el caso" (Sentencia 15324, 2007) 
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Por lo tanto, si la persona pública se encuentra en uno de los casos en los que se puede 
emplear la contratación directa; como es el caso de los contratos interadministrativos, tiene 
la obligación de respetar los postulados que vienen de ser citados. Por ejemplo, el Consejo 
de Estado en su jurisprudencia ha señalado que las autoridades no pueden ignorar el principio 
de transparencia, un principio al que se le otorga una especial atención. Del mismo modo, 
para el Consejo de Estado está prohibido hacer caso omiso al deber de selección objetiva y a 
las demás exigencias establecidas por el estatuto de contratación (Sentencia 17767, 2011) 
En lo que respecta al desarrollo del principio de transparencia, el juez especifica la 
obligación de celebrar los contratos teniendo en cuenta este principio. Para el juez, el contrato 
debe ser celebrado sin considerar favores u otras situaciones de interés personal (Sentencia 
1762-07, 2009). En nombre del cumplimiento de estas exigencias, los principios de igualdad 
de trato y de imparcialidad son garantizados. 
Igualmente, de la obligación de selección objetiva se deriva la necesidad de garantizar 
la concurrencia de oferentes que puedan estar interesados en el contrato interadministrativo. 
A propósito de un contrato interadministrativo la Corte Suprema de Justicia manifestó que: 
“…encuentra la Corte que le asistió razón al ad-quem al puntualizar que la 
obligación de selección objetiva fue desatendida con ocasión del “Convenio 
interadministrativo Nº 046” suscrito por los aquí procesados en la condición de servidores 
públicos que cada uno ostentaba, pues las pruebas aportadas permiten concluir que no se 
implementó procedimiento alguno para garantizar la concurrencia de oferentes que 
estuvieran en condiciones de asumir el objeto contractual, de suerte que la Universidad de 
La Guajira resultó contratada sin que se sepa qué criterios determinaron su selección” 
(Sentencia Casación 38464, 2015). 
De esta forma, incluso si la licitación pública no está siendo empleada, la entidad contratante 
debe tomar medidas para garantizar la concurrencia de oferentes. La administración deberá 
analizar diferentes propuestas y determinar cual de estas constituye la más ventajosa para la 
suscripción del contrato. En esta misma sentencia del 2015, la Corte Suprema de Justicia trae 
a colación la sentencia del Consejo de Estado con radicado 190001-23-31-000-2002-01577-
01(AP) del 14 de abril de 2005:  
“…Respecto a la contratación directa, en interpretación de la norma precitada, la 
Sala observa que con anterioridad a la suscripción del contrato es deber de la 
administración hacer un análisis previo a la suscripción, análisis en el cual se deberán 
analizar factores tales como experiencia, equipos, capacidad económica, precios, entre 
otros, con el fin de determinar si la propuesta presentada resulta ser la más ventajosa para 
la entidad que contrata”. 
Respecto a la adjudicación de un contrato interadministrativo, el Decreto 1082 de 
2015 especifica que el contratante tiene la obligación de justificar mediante un acto 
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administrativo la celebración del contrato en modalidad directa. Del mismo modo, el decreto 
subraya una lista de información que debe aparecer obligatoriamente en el acto: 
La administración debe indicar el motivo por el cual celebra el contrato de forma 
directa, en particular, debe referirse a una de las causales que permiten emplear esta 
modalidad, estas causales están expuestas en la ley 1150 de 2007, entre las cuales se 
encuentran los contratos interadministrativos. 
En seguida, el documento debe indicar el objeto del contrato, los medios financieros, 
los medios para consultar los pliegos de condiciones y los demás documentos del contrato. 
Finalmente, el artículo presenta algunas excepciones a esta obligación de justificar el 
contrato, como es el caso de los contratos de servicios profesionales y los interadministrativos 
que celebra el Ministerio de Hacienda y Crédito Público con el Banco de la República. 
En cuanto a la publicación de los estudios y documentos previos en la contratación 
directa, los únicos contratos interadministrativos que están exceptos de esta publicidad son 
los celebrados por el Ministerio de Hacienda y Crédito Público con el Banco de la República. 
C. La publicidad de los contratos: 
Conviene observar las medidas de publicidad de la modalidad de selección que 
constituye la regla general, es decir, la licitación pública. También en un segundo paso, es 
necesario estudiar las medidas de publicidad de la modalidad de contratación directa. 
Antes de comenzar el desarrollo de estas dos modalidades de selección, es necesario 
traer a colación el decreto 1082 de 2015, que habla de un aspecto de la publicidad conocido 
en Francia como la "desmaterialización". El SECOP constituye según el artículo 2.2.1.1.1.3.1 
el “Sistema electrónico para la Contratación Pública” (Decreto 1082, 2015). Según el 
decreto de 2015, en este sistema electrónico se llevará a cabo la publicidad de documentos y 
actos del contrato estatal. Específicamente, el artículo 2.2.1.1.1.7.1 indica: 
“La Entidad Estatal está obligada a publicar en el SECOP los Documentos del 
Proceso y los actos administrativos del Proceso de Contratación, dentro de los tres (3) días 
siguientes a su expedición. La oferta que debe ser publicada es la del adjudicatario del 
Proceso de Contratación...” 
En cuanto a los documentos contractuales a los que se hace referencia en este artículo, 
estos son definidos en el artículo 2.2.1.1.1.3.1: estudios y documentos previos, el aviso de 
convocatoria, los pliegos de condiciones o la invitación, las adendas, la oferta, el informe de 
evaluación, el contrato, y cualquier otro documento que sea expedido por la Entidad Estatal 
en el proceso de contratación.  
Igualmente, el decreto subraya nuevamente en su artículo 2.2.1.1.1.7.1 la obligación 
del comprador de publicar el aviso de convocatoria, así como la invitación para el 
procedimiento de mínima cuantía. También se requiere la publicación de los pliegos de 
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condiciones, esta última medida tiende, según el objetivo del artículo, a permitir a las partes 
interesadas puedan presentar sus observaciones y solicitar, si es necesario, la motivación de 
los actos. 
Respecto a la licitación pública, el artículo 30 de la Ley 80 especifica la publicidad 
que debe acompañar a un procedimiento de licitación pública. El comprador debe publicar; 
dentro de los diez (10) a veinte (20) días calendario anteriores a la licitación, tres (3) avisos 
con intervalos de 2 a 5 días calendario, según la naturaleza, el objeto y la cuantía del contrato. 
Esta publicación se hará en el sitio web de SECOP y en el sitio web de la entidad contratante. 
Luego, la ley determina que para los poblados pequeños que no pueden contar con estas 
modalidades de publicidad, es posible publicar avisos en los principales lugares públicos 
durante siete (7) días calendario, de los cuales se debe incluir uno de los días de mercado de 
la población (Ley 80, 1993). 
Enseguida, el procedimiento de licitación pública prevé también la conclusión de una 
audiencia a partir de los tres (3) días anteriores al inicio de la presentación de ofertas. Es 
decir, una persona interesada en el contrato puede solicitar la realización de la audiencia con 
el fin de formular preguntas respecto a los pliegos de condiciones. En la audiencia también 
se puede hacer mención de los riesgos que puede llevar a cabo la conclusión del contrato. 
En cuanto a los contratos celebrados bajo la modalidad de contratación directa, el 
Decreto 1082 establece en su artículo 2.2.1.1.1.7.1 que el aviso de convocatoria en el SECOP 
no es obligatorio, por lo que los contratos interadministrativos constituyen una excepción a 
esta regla general de publicación. La única medida obligatoria para los contratos celebrados 
de forma directa es la justificación, por medio de acto administrativo, del por qué se emplea 
la contratación directa y no otra modalidad de selección, como la licitación pública o el 
procedimiento abreviado. 
Capítulo 2: El alcance de la omisión a las reglas de publicidad y de competencia.  
Sección 1: El fundamento de la omisión a las reglas de publicidad y de competencia.  
§1: La excepción de quasi-régie en Francia.  
Si bien el desarrollo del mercado constituye un principio primordial en el derecho de la Unión 
Europea, actualmente otros principios; como la libre administración de la administración 
pública, se posicionan al mismo nivel de este primero.  
 
A. La libre administración de la administración pública como principio que respalda la 
relación de quasi-régie.   
Una vez que un contrato cumple con las condiciones establecidas, no estará sujeto a 
las reglas de publicidad y de competencia de les ordonnances en materia contractual. Para 
explicar la lógica del contrato de quasi-régie, algunos autores han recurrido a un análisis del 
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principio de transparencia y del principio de la administración de la administración pública. 
Así, para el profesor Laurent Richer, en un principio el objetivo de las directivas europeas 
era la apertura del mercado interno, evoca que la competencia ocupaba un lugar primordial e 
incluso otros objetivos como la lucha contra la corrupción o el buen uso de los fondos 
públicos, se situaban en un lugar secundario. Sin embargo, para este autor la nueva directiva 
introduce un cambio muy importante, él indica que “c’est la fin du tout concurrentiel”, 
actualmente objetivos como la libre elección de las autoridades públicas se ubican al mismo 
nivel del desarrollo del mercado, de forma específica “Cette directive ne remet pas en cause 
les postulats dérivés de l'exigence fondamentale d'ouverture du marché intérieur, mais elle 
introduit deux importants changements, d'une part en relativisant l'objectif d'ouverture à la 
concurrence” (La concurrence concurrencée : à propos de la directive 2014/24 du 26 février 
2014, 2015).  
Esta idea es apoyada por otros autores, quienes explican a partir de la jurisprudencia 
europea que la transparencia no es absoluta y que la diferencia en el tratamiento puede 
justificarse por circunstancias objetivas. Bajo esta lógica se encuentra la relación in house, la 
cual se constituye como una expresión del principio de la libre administración, en otras 
palabras, este principio “trouve une expression dans la conception retenue par le législateur 
européen, et dans ses pas, par le législateur national des « exceptions applicables aux 
relations internes au secteur public” (De Grove-Valdeyron, 2017).  
De la misma forma, como se ha explicado, la quasi-régie existe a partir de la 
naturaleza de las relaciones entre dos entidades, ya que “il n'existe pas une exception générale 
aux règles de publicité et de mise en concurrence qui serait fondée sur un critère strictement 
organique (…)et qui reviendrait à réserver un traitement de faveur aux contrats conclus entre 
deux personnes publiques” (L'exception de "coopération" entre entités appartenant au secteur 
public dans les nouvelles directives, 2014). De esta forma, en el derecho francés una entidad 
pública no beneficia un tratamiento favorable, en el procedimiento de selección de un 
contratista de un contrato público, debido a su naturaleza jurídica. Esta idea se posiciona 
como una diferencia fundamental en relación con el derecho colombiano, ya que este último 
permite que las entidades estatales se beneficien de la contratación directa debido a un criterio 
meramente orgánico.  
Para este autor, “Toute la difficulté est alors de parvenir à concilier ces deux 
exigences de concurrence et de liberté d'organisation des personnes publiques” 
§2: Los contratos celebrados de forma directa: el contrato interadministrativo.  
En el derecho colombiano todo contrato celebrado entre entidades estatales, y que reúna ciertos 
requisitos que establece la ley, se constituye como contrato interadministrativo, el cual excluye la 
licitación pública como modalidad de selección del contratista.  
A. La razón de ser de la excepción: el criterio orgánico.  
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Para el legislador colombiano, los contratos celebrados entre entidades estatales se 
constituyen como contratos interadministrativos que deben celebrarse bajo la modalidad de 
selección de contratación directa. De esta forma, pareciera que el criterio orgánico constituye 
justificara la existencia del contrato interadministrativo. Al respecto, la Corte suprema de 
justicia ha expresado que: 
“De manera que la característica de interadministrativo de un convenio o un 
contrato, surge de la calidad de las partes, es decir, ambas deben ser de naturaleza pública, 
siendo ese el fundamento por el cual el ordenamiento jurídico colombiano les otorga un 
tratamiento distintivo que excluye frente a las aludidas relaciones jurídico negociales la 
necesidad de acudir al trámite de licitación pública, y permite la contratación directa para 
la materialización de estas especies, tal y como lo consagra el artículo 24, numeral 1°, literal 
c, de la ley 80 de 1993” (Sentencia Casación 38464, 2015).  
En otras palabras, la naturaleza pública de las partes se posiciona como el fundamento 
que permite un trato distintivo materializado en la exclusión de la licitación pública como 
modalidad de selección del contratista.  
A diferencia de Francia, en Colombia no se indaga sobre la relación que existe entre 
las dos entidades que son partes en el contrato, es decir, la ley colombiana en la materia no 
busca que el contratista esté "controlado" por la entidad contratante, y pareciera ser una 
extensión de esta última. Igualmente, en el derecho colombiano no se cuestiona si la 
presencia de capital privado en la entidad contratista podría llegar a afectar la competencia 
del mercado. De esta forma, el contrato interadministrativo podrá ser celebrado de forma 
directa con las sociedades de economía mixta en las que el Estado tenga al menos el 50% de 
participación; Es decir, incluso si estas sociedades contienen hasta 50% de participación 
privada, podrán concluir contratos sin publicidad y sin ninguna competencia. Una situación 
que es inconcebible en la ley francesa, donde no es muy claro el destino de los contratos sin 
publicidad ni competencia, que celebrados con las sociedades de economía mixta.  
Conviene entonces estudiar de dónde proviene la necesidad de esta causal de 
contratación directa; dicho de otro modo ¿qué motiva que los contratos entre entidades de 
naturaleza pública sean celebrados de forma directa? 
Respecto a la contratación directa: 
 
“ (Palacio Hincapie, 2004) menciona que Por este procedimiento, como dice 
Sayagués Laso, la entidad busca al contratante de la misma manera que los particulares 
(…)la contratación directa agiliza la conclusión del negocio jurídico, pero limita la libre 
concurrencia, principio que permite la abierta confrontación de propuestas para obtener la 
escogencia de la más favorable, mediante la existencia de bases reales, que en ocasiones no 
se presenta en el trámite directo (…) No obstante, la contratación directa también es un 
procedimiento de selección reglado, que sigue los principios de la selección objetiva, pero 
rodeado de una publicidad limitada o parcial, por el alcance restringido que tiene la 
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invitación a contratar (…)” (Araújo Oñate, Jouve García, & Barrantes Venegas , 2011, pág. 
241) 
 
Pude deducirse de este texto que por un lado la contratación directa agiliza la 
conclusión del contrato, lo cual resulta muy útil para las entidades estatales en ciertos casos, 
además de ser un procedimiento se selección que debe respetar los principios que rigen el 
estatuto. Sin embargo, existe otra realidad que no puede ser ignorada, en la cual la 
contratación directa limita la libre concurrencia y la publicidad, ya que, incluso si la entidad 
estatal debe respetar los principios y postulados de la ley; los cuales le imponen realizar 
análisis previos a la suscripción del contrato para así garantizar la selección de la oferta más 
favorable, lo cierto es que en muchos casos los proponentes de un contrato estatal no verán 
sus propuestas confrontadas, y lo más probable es que potenciales candidatos al contrato 
estatal no sean informados de un negocio jurídico del cuál son susceptibles de responder en 
consecuencia de la publicidad limitada.  
 
Respecto a la utilidad del contrato interadministrativo, es posible observar que “su 
correcta y debida utilización lleva a que las entidades públicas puedan obtener bienes y 
servicios de manera eficiente dentro del mismo sector público por los entes que tienen la 
especialidad de prestarlos, por ser propios de su competencia funciona” (Araújo Oñate, 
Jouve García, & Barrantes Venegas , 2011, pág. 255) 
 
Para una correcta utilización de esta modalidad de selección, las condiciones que 
permiten la conclusión de un contrato interadministrativo están encaminadas a evitar casos 
de corrupción y buscan que el objeto del contrato sea ejecutado de forma adecuada. Es por 
esta razón que el objeto de la entidad contratante debe tener relación directa con las 
obligaciones derivadas del contrato a celebrar.  
En el contexto de los contratos entre entidades públicas, la ley francesa condiciona la 
participación de las autoridades locales a la existencia de un interés público local. Por lo 
tanto, existe un interés público local si la candidatura constituye “le prolongement d'une 
mission de service public dont la collectivité ou l'établissement public de coopération a la 
charge, dans le but notamment d'amortir des équipements, de valoriser les moyens dont 
dispose le service ou d'assurer son équilibre financier, et sous réserve qu'elle ne 
compromette pas l'exercice de cette mission” (Société Armor SNC, 2014) . Sin embargo, 
incluso si una entidad pública participa como proponente en un contrato público en presencia 
de un interés público local, esta está obligada a respetar la competencia del mercado. El 
contrato quedará exento de las reglas de publicidad y de competencia sólo si, en el caso del 
contrato de quasi-régie, logra materializarse una relación de dependencia a través del 
cumplimento de los requisitos que establece la ley.  
Para Jean Lessi, “On remarque qu'elle fait porter l'attention non pas sur la 
satisfaction des besoins de tiers (la population, les acteurs économiques...) mais sur des 
intérêts propres au service susceptibles, il est vrai, de répercussions positives sur la qualité 
et la continuité du service rendu à la population” (Lessi, 2015), es decir, el interés público 
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local consiste en una resultado positivo en la calidad del servicio que se presta a la población, 
esto justifica que una entidad pública pueda participar como proponente.  
Sección 2: Las diversas cuestiones en materia de excepciones a las reglas de publicidad y de 
competencia.  
§1: Los interrogantes que rigen el contrato de quasi-régie  
Teniendo en cuenta los criterios necesarios para la celebración del contrato de quasi-
régie en Francia, es necesario identificar las diversas cuestiones que han surgido en cuanto a 
su empleo. En particular, se indaga sobre la presencia de capital privado en las sociedades de 
economía mixta local que podrían beneficiarse de la excepción y, por otro lado, la 
compatibilidad de las sociedades públicas locales con ciertos criterios del contrato de quasi-
régie. 
A. La compatibilidad entre las sociedades de economía mixta y el contrato de quasi-régie.  
Las sociedades de economía mixta local (en adelante SEML) son creadas por las 
colectividades locales y sus agrupaciones en el marco de las competencias que la ley les 
asigna. Según el código general de colectividades territoriales su su artículo L1521-1, estas 
entidades son responsables de llevar a cabo operaciones de desarrollo, construcción y pueden 
operar servicios públicos de naturaleza industrial y comercial; en general, también pueden 
ser responsables de cualquier otra actividad de interés general. Del mismo modo, pueden 
llevar a cabo operaciones para satisfacer las necesidades de los establecimientos de salud, de 
los establecimientos sociales, o de los grupos de cooperación sanitaria. En el caso de que su 
objeto esté conformado por varias actividades, estas actividades deberán ser 
complementarias. 
En cuanto a la excepción de quasi-régie, de la cual pueden beneficiarse los contratos 
celebrados con SEM, el criterio de capital privado cuestiona la posibilidad de concluir estos 
contratos sin reglas de publicidad y competencia. Pero ¿por qué se lleva a cabo esta 
interpretación?  
La ley en materia de Concesiones especifica que la entidad controlada no puede 
contener participación directa de capital privado, “à l'exception des formes de participation 
de capitaux privés sans capacité de contrôle ou de blocage requises par la loi qui ne 
permettent pas d'exercer une influence décisive sur la personne morale contrôlée”. Es decir, 
la participación de capital privado en una entidad no se excluye inmediatamente, es necesario 
verificar si la ley exige esta forma de participación privada, y si la participación posee una 
capacidad de control o de bloqueo que le permitan ejercer una influencia decisiva en la 
persona controlada.  
Como lo explica el profesor François Llorens, gracias a la legislación francesa y 
europea se creó un sentimiento de esperanza para el empleo de la quasi-régie, el cual no 
existía con la jurisprudencia del Tribunal Europeo. “Avaient fait naître un espoir que les 
43 
 
analyses doctrinales quasi-unanimes avaient transformé en quasi-certitude. Grâce à elles, 
ils allaient enfin pouvoir bénéficier de l'exception de in house ou, désormais, de quasi-régie 
que leur refusait de manière inébranlable la jurisprudence de la Cour de justice de l'Union 
européenne” (Sociétés d'économie mixte et quasi-régie: la fin des illusions?, 2016) 
 
Sin embargo, la condición de que sea la ley la que exija la participación privada en el 
contrato de quasi-régie, es lo que plantea dificultades. A partir de la noción "formas de 
participación requeridas por la ley" han surgido divergencias interpretativas (SEML et in 
house : le désordre ?, 2017).  
Por lo tanto, conviene tener en cuenta la interpretación desarrollada por la DAJ sobre 
la condición de participación del capital privado. Es así como la DAJ explicó que en el caso 
de las SEM no es necesariamente la ley la que exige que la entidad controlada esté compuesta 
de capital mixto., “Si la législation française applicable aux SEM prévoit bien la 
participation de capitaux privés, il s’agit uniquement d’une condition de fond permettant 
d’adopter la forme de société souhaitée. Rien n’impose cependant le choix de ce type de 
structure" (Les contrats conclus entre entités appartenant su secteur public - Fiche technique, 
2016) 
En otras palabras, no es la ley la que establece la obligación de incorporar capital 
privado a la entidad, la presencia del capital privado proviene de la elección de este tipo de 
sociedad. La DAJ también realiza una comparación con los organismos públicos obligatorios 
(organismes publics à adhésion obligatoire), explicando que las SEM no se encuentran en 
una situación similar a estas organizaciones. François Llorens explica que la justificación de 
la participación privada de estos organismos se encuentra en los considerandos 46 y 32 de 
las Directivas europeas, las cuales para permitir la participación privada tienen en cuenta las 
características particulares de estos organismos, como las actividades de gestión o de 
ejecución de ciertos servicios públicos. Para este autor: 
“La DAJ en déduit [...] que l'exception de quasi-régie ne pourrait jouer que si, pour 
la gestion d'un service public déterminé, la législation nationale impose en conformité avec 
les traités le recours à des organismes comportant la participation de capitaux privés et à 
condition, naturellement, que les autres critères de la quasi-régie soient satisfaits” (Sociétés 
d'économie mixte et quasi-régie: la fin des illusions?, 2016) 
Así, concluye, la posibilidad de beneficiarse del contrato quasi-régie se aplica 
principalmente a las empresas de vivienda, y en general a los organismos d´HLM. 
B. La compatibilidad entre las sociedades públicas locales y la quasi-régie.  
Las sociedades públicas locales (en adelante SLP) fueron creadas por las leyes n. 
2010-559 del 28 de mayo de 2010 y n. 2066-872 del 13 de julio de 2006(Loi n. 2066-872 
portant engagement national pour le logement., 2006), y se rigen por el artículo L1531-1 del 
Código general de colectividades territoriales. La SPL es creada por colectividades 
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territoriales o por sus agrupaciones, en el marco de las competencias que les atribuye la ley. 
Estas colectividades deben poseer la totalidad del capital de la sociedad. 
En cuanto a su función, desarrolla las actividades del artículo L300-1 del Code de 
l'urbanisme. En particular, acciones u operaciones de desarrollo, cuyo propósito es: 
« …de mettre en œuvre un projet urbain, une politique locale de l'habitat, d'organiser 
le maintien, l'extension ou l'accueil des activités économiques, de favoriser le développement 
des loisirs et du tourisme, de réaliser des équipements collectifs ou des locaux de recherche 
ou d'enseignement supérieur, de lutter contre l'insalubrité et l'habitat indigne ou dangereux, 
de permettre le renouvellement urbain, de sauvegarder ou de mettre en valeur le patrimoine 
bâti ou non bâti et les espaces naturels. » 
El código general de colectividades locales establece en el artículo L1531-1, que otras 
de las actividades de las sociedades públicas locales consisten en la realización de 
operaciones de construcción, la operación de servicios públicos de naturaleza industrial o 
comercial, y otras actividades de interés general. 
 
Otra característica de las SPL es que desempeñan sus funciones en el territorio de las 
colectividades territoriales o de los grupos que las controlan. Por lo tanto, no es posible crear 
una SPL para administrar equipos que no se encuentren en el territorio de la colectividad que 
la controla(DAJ, 2016). 
En cuanto a su régimen legal, estas empresas están sujetas al Código de Comercio y 
los artículos L1521-1 a L1525-3 del CGCT. 
Respecto al contrato de quasi-régie, la cuestión que envuelve a las SPL sigue siendo 
la de los criterios necesarios para la celebración de contratos sin reglas de publicidad y 
competencia. Para el profesor Claude Devès, en el contexto del contrato in house previsto 
por la jurisprudencia europea, el legislador francés creó las SPL. Para la constitución de las 
SPL, se tuvo en cuenta el primer criterio de la jurisprudencia Teckal, es decir, el del control 
análogo. Sin embargo, el legislador francés ha modificado sustancialmente la segunda 
condición, ya que la jurisprudencia Teckal requiere que la persona controlada lleve a cabo la 
mayor parte de su actividad con la colectividad o las colectividades que la controlan; en 
cambio, el Código General de Colectividades Territoriales exige que la SPL controlada 
trabaje solamente en representación de las colectividades o grupos que la controlan y dentro 
de su territorio (Devès, 2017). 
En el marco de una decisión de la Corte administrativa de Apelación de Lyon, se hizo 
referencia al caso de una SPL que buscaba atribuirse una delegación de servicio público DSP 
de un municipio que no era accionista de la sociedad. Según la legislación francesa, una 
entidad de este tipo solo puede trabajar en representación de sus accionistas; pero de acuerdo 
con la jurisprudencia europea, la entidad simplemente debe llevar a cabo "lo esencial" de su 
actividad con el poder adjudicador que la controla. Como resultado, algunos autores han 
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planteado la cuestión de si el derecho francés es más estricto que el derecho europeo. En 
cuanto a esta decisión, el juez de la Corte administrativa de Apelación explica que el 
legislador en el derecho nacional podría ser más restrictivo que las normas a nivel europeo: 
« La Cour administrative d'appel estime qu'il ne découle de la jurisprudence de la 
Cour de justice « aucun principe faisant obstacle à ce que le législateur français exige 
d'une société publique locale [ayant vocation à bénéficier de ce régime dérogatoire] qu'elle 
exerce l'exclusivité de ses activités pour le compte de ses actionnaires ». Il n'en reste pas 
moins que les dispositions applicables aux sociétés publiques locales sont nettement plus 
restrictives que ne le sont les règles issues de la transposition des nouvelles directives 
européennes » (Muller, 2017) 
En este caso, las disposiciones del legislador francés pueden resultar más restrictivas 
que la jurisprudencia del Tribunal de Justicia.  
Por otro lado, esta segunda condición plantea interrogantes en cuanto a las directivas 
europeas y la legislación francesa. En particular, el Artículo 16 de la ley en materia de 
concesiones no menciona la condición de que la persona "lleve a cabo la mayor parte de su 
actividad con la colectividad o las colectividades que ejercen el control", pero especifica que 
la persona debe realizar "más del 80% su actividad en el marco de tareas encomendadas por 
el poder adjudicador que la controla "16. Para Gabriel Eckert, esta última posibilidad plantea 
una dificultad que no fue decidida por el juez en esta sentencia, la de la posible violación de 
la igualdad de trato entre el régimen del Código General de Colectividades Territoriales y el 
de la ley de concesiones. Para este autor esta diferencia de régimen “place les autres quasi-
régies, notamment celles revêtant la forme d'établissements publics, dans une situation plus 
favorable que les sociétés publiques locales”, et la question est de savoir “si cette différence 
de traitement est justifiée par une différence de situation ou par un motif d'intérêt général” 
(Eckert, 2017)17. 
§2: Los interrogantes que rigen el contrato interadministrativo 
A partir de la identificación de un contrato interadministrativo, surgen interrogantes 
relacionados con los casos de corrupción de diversas entidades estatales.  
A. La necesidad de una legislación especial para ciertas entidades estatales que celebran 
contratos interadministrativos.  
El interés que han despertado los contratos interadministrativos nace de la gran 
ventaja de omitir el procedimiento de licitación pública. Es así como esta práctica se propaga 
                                                          
16 L’ordonnance n. 2016-65 du 29 janvier 2016 relative aux concessions, article 16, I, 2. 
17 El autor se cuestiona sobre la justificación que permitiría una diferencia de trato entre la quasi-régie 
conformada por sociétés publiques locales y aquella conformada por otras entidades, donde estas últimas 
gozarían de un contexto más favorable.  
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cada vez más en el actuar contractual de las diferentes entidades estatales. Como lo explican 
ciertos autores, cada vez son más las entidades que concluyen este tipo de relación jurídica:  
“En este orden de ideas, creemos que el legislador con la Ley 1150 de 2007 reconoció 
una realidad jurídica de la actividad contractual pública que demuestra que cada día son 
más las entidades públicas que ocupan la condición de contratistas de otras entidades de 
igual naturaleza, y a tales relaciones contractuales que se pacten entre ellas –dos personas 
jurídicas de derecho público– las denominó con el carácter de “contratos 
interadministrativos” (Araújo Oñate, Jouve García, & Barrantes Venegas , 2011, pág. 274). 
 
Sin embargo, como se ha venido mencionando a lo largo de este trabajo, los contratos 
interadministrativos llaman también la atención debido a los escándalos de corrupción que 
han manchado la actividad contractual de las entidades estatales.  
En principio todas las entidades del artículo 2 de la ley 80 pueden concluir contratos 
interadministrativos. Sin embargo, el legislador ha excluido la adjudicación de ciertos 
contratos por ciertas entidades bajo la figura del contrato interadministrativo. Con respecto a 
estas exclusiones, los diversos autores a menudo se limitan a explicar cómo, por regla 
general, los contratos entre entidades estatales se celebran sin licitación pública, a excepción 
de ciertas entidades que no se benefician de esta modalidad. Para (Pachón Lucas, 2014) 
“como regla general, los que se celebran entre organismos públicos no requieren proceso 
de selección”.  
Otros autores hablan de la regulación especial de estas entidades como respuesta a las 
críticas de los contratos interadministrativos. A menudo estos contratos han sido calificados 
como una oportunidad para evadir los principios de igualdad y moralidad administrativa, 
donde el problema radica principalmente en los contratos celebrados con instituciones de 
educación pública (Rico Puerta, 2015).  
En este punto, se explicó cómo las universidades públicas ejecutaban contratos que 
no eran específicos de sus funciones. Especialmente contratos de obra y suministro, entidades 
dedicadas al sector de la educación terminaban ejecutando trabajos fuera de su competencia. 
En este contexto, la respuesta del legislador ha sido prohibir la adjudicación de estos 
contratos bajo la modalidad de selección directa (Santos Rodríguez, 2009). 
Sin embargo, conviene replantearse la idea de si en realidad la legislación especial 
para ciertas entidades aporta una respuesta eficiente que permita combatir las malas prácticas 
dentro de esta modalidad de selección.  Dicho de otra forma, si bien se limitó el empleo de 
esta modalidad de selección para ciertas entidades estatales que presentaban grandes 
escándalos de corrupción, lo cierto es que otras entidades estatales seguirán beneficiándose 
de la contratación directa debido a su calidad de personas públicas (incluso si compiten en el 
mercado como cualquier particular). Igualmente, las entidades que tienen prohibido celebrar 
contratos de obra; de suministro; de prestación de servicios de evaluación; de encargo 
fiduciario; y de fiducia pública, podrán seguir contratando bajo esta modalidad, pero en otro 
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tipo de contratos, lo cual representa un riesgo importante de que los casos de corrupción 
vuelvan a repetirse.  
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